[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 26-21
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del 21 de junio de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, el máster Carlos Montero Zúñiga, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar, Ana Lucrecia Ruiz Rojas y de los licenciados Arnoldo Hernández Solano y Freddy Chacón Arrieta.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como Director interino de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc24387012][bookmark: _Toc62827171][bookmark: _Toc74918986]ARTÍCULO I 

Documento N° 827-21
Aprobación del Acta 25-2021 del 14-06-2021. 
El licenciado Freddy Chacón Arrieta, se abstiene de aprobar el acta, en razón de no haber participado.

Se acordó por mayoría:  Aprobar el acta N° 25-2021 de la sesión celebrada el lunes 14 de junio de 2021. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc62827173][bookmark: _Toc74918988]ARTÍCULO II 
Documento N° 810-2021

Secretaría General de la Corte presenta la orden del día para la sesión N° 26-21.
Por unanimidad se acordó: Se modifica el orden del día, presentado por la Secretaría General de la Corte, a fin de trasladar los artículos 18 como número 3 y el 8 a la posición de número siete. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc74918990]ARTÍCULO III 

Documento N° 7-2020, 818-2021
En sesión de Corte Plena N° 04-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo VII, se acogió la solicitud planteada por el máster Montero Zúñiga, y en consecuencia, se revocó el punto 2) del acuerdo tomado por esta Corte en la sesión N° 45-19 del 28 de octubre del 2019, artículo VI, y se tuvo formalmente constituida la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 27 de enero de 2020; entre ellos, al señor Mauricio Villalta Fallas.
El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante nota recibida el 16 de junio de 2021, manifestó lo siguiente:
“Me permito comunicarles mi renuncia irrevocable a partir del día 15 de junio del 2021, al puesto de integrante propietario de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como mi participación en las comisiones del Fondo, debido a que requiero dedicarme a mis labores ordinarias en el puesto en el cual me desempeño en ASOSEJUD para:

1.      Finalizar este año con la adopción de prácticas SUGEF e implementar al 100% la gobernanza corporativa en ASOSEJUD.
2.      Colaborar en la transformación digital de la organización.
3.      Compensar cualquier efecto en las finanzas producidas por el Covid 19.

Creo que es momento idóneo ya que, la Junta a la fecha ha conseguido:

1.      Implementar las prácticas de SUPEN.
2.      Mejorar la posición actuarial.
3.      Obtener altos rendimientos inversiones. 
4.      Se tiene claridad que es un órgano del Poder Judicial.
5.      Se está en proceso de poder incluir el presupuesto en Hacienda.
6.      Se encuentra definida la estructura administrativa al corte y mediano plazo.
7.      Se encuentra aprobado el plan estratégico.

Agradezco el privilegio y el honor de haber sido parte de esta Junta Administradora y la confianza recibida, a lo largo del tiempo que pude colaborar y prestar mis servicios.”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación del máster Mauricio Villalta Fallas, recibida el 16 de junio de 2021. 2) Aceptar la renuncia presentada por máster Villalta Fallas como integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; así como participante del Comité de Inversiones y de la Comisión de Gobierno Corporativo, por las razones expuestas. 3) Agradecer al Máster Villalta la disposición que siempre tuvo para esta Junta y para el Comité de Inversiones y de la Comisión de Gobierno Corporativo. 4) Hacer esta renuncia de conocimiento del Consejo Superior y Corte Plena para que se defina lo referente al nombramiento de una nueva persona integrante propietaria considerando que el máster Villalta Fallas, fue elegido democráticamente por el colectivo judicial. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, Comité de Inversiones, Comisión de Gobierno Corporativo y de los Gremios del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IV 

Documento N° 807, 813-2021
Mediante copia del oficio N° 1899-DE-2021 del 14 de junio de 2021, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitido al máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, comunicó lo siguiente:
“Se toma nota del oficio N° 856-TI-2021 del 11 de junio del año en curso, por medio del cual informa a este Dirección Ejecutiva sobre la situación presentada para la primera quincena de junio con la generación y aplicación en el sistema SIGA-GH de las deducciones del Fondo de Socorro Mutuo. Según se detalla para esta quincena no se generó el proceso de deducciones para ese Fondo, por lo que propone que para la segunda quince de junio sean aplicadas las deducciones de ambas quincenas. 

Al respecto, y dada la relevancia de este error, esta Dirección Ejecutiva autorizó la publicación de la circular propuesta en el oficio de referencia, no obstante, considera la suscrita que este tipo de omisiones no pueden repetirse, por lo que se le solicita mejorar los controles y verificación de procesos para evitar su ocurrencia, así mismo, deberá informar a esta Dirección Ejecutiva sobre la implementación de estos controles y sobre el resultado de la aplicación de las deducciones para la segunda quincena de junio. 

Igualmente deberá valorar si en este caso corresponde la apertura del régimen disciplinario y resolver lo que corresponda.”
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Seguidamente, se transcribe el oficio N° 856-TI-2021 del 11 de junio de 2021, que dice:
Para su estimable conocimiento, según el calendario de deducciones emitido por la Dirección de Gestión Humana y la Unidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para el año 2021, este Macroproceso al igual que las demás Entidades deductoras, cuenta con un período para la generación y aplicación en el Sistema SIGA-GH de las deducciones por aplicar por quincena, siendo esto en los primeros días hábiles de cada mes. 

Al respecto es de indicar que, dicho proceso para efectos de la recuperación de las deducciones de la Contaduría Judicial, Fondo de Socorro Mutuo y Fondo de Jubilaciones y Pensiones se realiza mediante Sistema Contable, para lo cual se genera un proceso automatizado, siendo que desde que se implementó en producción ha sido un proceso estable.

Con respecto al envío de deducciones del mes de junio de 2021, el cual estaba programado para ejecutarse del 01 al 04 de junio de 2021, se informa que se ejecutó para las demás áreas de manera satisfactoria; sin embargo el proceso de generación de las deducciones correspondientes al Fondo de Socorro Mutuo no fue ejecutado, lo cual fue detectado el día de hoy, fecha en que por el avance de los procesos de pago tanto de la planilla de salarios de personas activas, como la planilla beneficios de personas jubiladas y pensionadas, no es posible corregir la situación para que se deduzcan las cuotas y cuentas por cobrar de dicho fondo, que se tenían programadas para la primera quincena de junio 2021, considerando que el pago de las planillas de la primera quincena, se tienen programadas para el día 14 junio del 2021.

Debido a lo anterior, se solicita la autorización de esa Dirección Ejecutiva para que las deducciones de ambas quincenas sean aplicadas en la segunda quincena de junio 2021, lo cual salvo disposición en contrario, deberá comunicarse a la población judicial mediante circular, por lo que se adjunta propuesta de circular para su valoración y publicación. 

Cabe señalar que, para efectuar lo anterior, este Macroproceso coordinó con la Dirección de Tecnología de Información, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, para realizar las pruebas, ajustes y verificaciones necesarias en los sistemas correspondientes para la aplicación de esta medida de solución.

Por otra parte, es preciso señalar que, este Macroproceso giró instrucciones, con el fin de que se refuercen medidas y controles necesarios, a fin de que esta situación no se vuelva a presentar.”
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[bookmark: _Hlk75236536]Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 1899-DE-2021 del 14 de junio de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitido al máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, relacionado con la situación presentada con las deducciones del Fondo de Socorro Mutuo en la primer quincena de junio de 2021. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora para que se considere lo que corresponda para su aplicación en la segunda quincena de junio de 2021.Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc74918992]ARTÍCULO V 
Documento N° 808-21
[bookmark: _Hlk74637791]El licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Jefe de Proceso Financiero y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 0079-PF-2021 del 10 de junio de 2021, comunicaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora nombre 001, cédula de identidad valor 001 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido nombre 002, cédula de identidad valor 002 cuyo deceso acaeció el 25 de diciembre de 2020.

I. Origen.
Esta Dirección en fecha 06 de enero de 2021, recibió la gestión de la señora nombre 001, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  

II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe N° 21-000069-0160-TS suscrito por la Licda Francine Montoya Paniagua, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora nombre 001. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La señora nombre 001, cuenta con 55 años, posee estudios universitarios completos en el área de la educación y se desempeñó como docente en el Ministerio de Educación hasta el 1 de abril del 2021, fecha de su jubilación. 

Ella y su esposo fallecido permanecieron casados por trece años, periodo durante el cual no procrearon hijos en común.

De acuerdo con lo indicado por la señora nombre 001 en su entrevista, quien se encargaba de la mayoría del los gastos del hogar era su esposo fallecido ya que adicional a su jubilación de valor 2  recibía la suma de ¢ valor 004 aproximadamente, por concepto de arriendo de dos bodegas y un departamento de su propiedad, ingresos que en total superan el monto líquido de ¢ 782,000 (setecientos ochenta y dos mil colones) recibidos por la misma de su pensión. 

Según lo manifestado por la señora nombre 001, de momento no está percibiendo ningún dinero por los alquileres, en virtud de que una de las bodegas fue heredada por su esposo a uno de sus sobrinos y la otra junto con el apartamento se encuentran en un proceso de sucesorio activo, por lo que una vez se resuelva se prevé un ingreso adicional a su pensión de ¢ 570,000 (quinientos setenta mil colones) aproximadamente.

Actualmente la señora nombre 001 conforma un hogar unipersonal y se hace cargo de sus propios gastos que incluye préstamos adquiridos durante el periodo de enfermedad de su esposo.

IV. Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

V. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora nombre 001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Nombre 002 él asumía la mayor parte de los gastos del hogar, por lo que la misma dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según lo constatado por la Trabajadora Social encargada del peritaje, la señora nombre 001 es pensionada desde abril del presente año y de acuerdo con la información suministrada por ella, el monto líquido que recibe por este concepto es de ¢782,000 (setecientos ochenta y dos mil colones). 
Cabe señalar que, al momento de presentar la solitud de pensión producto de la muerte de su esposo, la señora nombre 001 todavía se encontraba laborando por lo que no aportó certificado de pensión.

· De acuerdo con el informe socioeconómico, se observó que actualmente la señora nombre 001 solventa sus necesidades básicas gracias al ingreso de su pensión, sin embargo, esta se ve afectada debido a préstamos adquiridos durante el periodo de enfermedad de su esposo lo que le ha generado un gasto adicional con el que no contaba.

· Cabe mencionar que los ingresos de la señora nombre 001 podrían aumentar una vez ser resuelva el proceso sucesorio activo de una bodega y un departamento con los que contaba su esposo fallecido. 

VI. Datos de interés.
· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Nombre 002 era de ¢valor 005 mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora nombre 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ valor 006 mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 6 de enero de 2021, un total de 12 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Soto Córdoba. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora nombre 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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Documentación adjunta:
Datos 001
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Nombre 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Nombre 002, así como el dictamen socioeconómico N° 21-000069-0160-TS y el informe N° 0079-PF-2021 del 10 de junio de 2021 suscrito por el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe de Proceso Financiero y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: 1) Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora Nombre 001, cuya asignación mensual será equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 26 de diciembre de 2020, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen, que indica: “…El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.” 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc74918994]ARTÍCULO VI
Documento N° 240-21, 788-21
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 08-2021 celebrada el 22 de febrero de 2021, artículo XXVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk74654238]“Mediante correo electrónico de 3 de febrero de 2021, el jubilado Nombre 001, solicita lo siguiente: 

“Tengan muy buenas noches señores miembros de la Junta del Fondo del Poder Judicial. El suscrito nombre 001 , con cédula valor 001 , jubilado de este poder de la república, fue propuesto para formar parte de una junta de crédito del banco Popular Sede Limón. El suscrito no va formar parte de la planilla de empleados de dicho ente bancario, no voy a percibir sueldo sino dieta, y no son pagos del estado. Hasta donde el artículo 233 de dicha ley me prohíbe poder formar parte de dicha junta de crédito?. Agradezco me informen a la brevedad posible, se suscribe su atento servidor. Licenciado nombre 001 .”
-0-

Por unanimidad, se acordó: Previamente a resolver la gestión del jubilado nombre 001 , solicitar criterio a la Dirección de Jurídica, sobre la viabilidad o no de acceder a lo peticionado por el señor nombre 001.Se declara acuerdo firme.”
-0-

[bookmark: _Hlk74653435][bookmark: _Hlk74653424]El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la máster Argili Gómez Siu, por su orden Director y Subdirectora Jurídicos, mediante oficio N° DJ-C-308-2021 del 8 de junio de 2021, comunicaron:
“Por este medio se procederá a emitir criterio en relación con la consulta planteada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo solicitado mediante oficio número 202-2021 de fecha 23 de febrero de 2021.   

I. Antecedentes (la consulta)

Mediante el referido oficio 202-2021 de fecha 23 de febrero de 2021, se hace en conocimiento de esta Dirección Jurídica lo establecido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el artículo XXVI de la sesión número 08-2021 de fecha 22 de febrero de 2021, en que se solicitó lo siguiente: “Previamente a resolver la gestión del jubilado Nombre 001, solicitar criterio a la Dirección de Jurídica, sobre la viabilidad o no de acceder a lo peticionado por el señor nombre 001”  (ver folio 02 del oficio 202-2021).

[bookmark: _Hlk74653545]La consulta del señor jubilado nombre 001, es la siguiente:  “Tengan muy buenas noches señores miembros de la Junta del Fondo del Poder Judicial. El suscrito Nombre 001, con cédula 7-0062-0590, jubilado de este poder de la república, fue propuesto para formar parte de una junta de crédito del banco Popular Sede Limón. El suscrito no va formar parte de la planilla de empleados de dicho ente bancario, no voy a percibir sueldo sino dieta, y no son pagos del estado. Hasta donde el articulo 233 de dicha ley me prohíbe poder formar parte de dicha junta de crédito?. Agradezco me informen a la brevedad posible, se suscribe su atento servidor. Licenciado nombre 001.”  (El resaltado no corresponde al original)

II. Criterio de esta Dirección Jurídica

De previo a la exposición del criterio, se considera oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y pregunta que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Es así como frente a la solicitud que se pronunciamiento, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.  

El artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Esta norma establece:  

“Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades.

Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.

Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.

[bookmark: OLE_LINK5][bookmark: OLE_LINK6]Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.

Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)” (El subrayado no es del original). 

Como puede notarse, en este artículo se regula el supuesto de que una persona jubilada se reincorpore a la vida laboral, disponiendo qué sucede con el goce o disfrute de su jubilación, para lo cual pueden distinguirse dos escenarios: 

a) Un jubilado por edad o años de servicio que se reincorpora a labores:  en este caso, simplemente debemos entender que es deber de la persona jubilada reportarlo para efectos de que se proceda a suspender el pago de la jubilación.  Obviamente, de oficio, si se entera y confirma la situación, la Junta deberá suspender el giro de la jubilación. 

b) Un jubilado por invalidez que se reincorpora a labores:  en el caso de que se hubiera concedido una jubilación por razón de invalidez, si la persona jubilada quiere reincorporarse a laborar, deberá contar con el permiso de la Junta Administradora del Fondo, porque eso puede poner en tela de juicio la existencia de la invalidez que sustentó el otorgamiento del beneficio.  De toda suerte, previa audiencia de defensa, si no ha solicitado el permiso y se sorprende laborando, deberá suspendérsele el beneficio jubilatorio.[footnoteRef:1]   [1:  E incluso podría dar pie a una investigación para anular la concesión de la jubilación por demostrarse que no posee la invalidez que al inicio sustentó el otorgamiento de la jubilación. ] 


En cualquiera de los dos supuestos descritos normativamente, la clave para saber si se está en el escenario de suspensión obligada de la jubilación, es si la persona se ha reincorporado a una relación laboral, lo que se infiere claramente de lo establecido en el párrafo primero “(…) durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades” o de lo establecido en el párrafo cuarto:  “(…) solicitado el respectivo permiso para laborar”.

La consulta planteada

[bookmark: _Hlk73685761]El señor nombre 001 plantea una consulta para saber, si “el artículo 233 de dicha ley (Ley Orgánica del Poder Judicial) me prohíbe poder formar parte de dicha junta de crédito?”; ello con atención a que fue propuesto para formar parte de una junta de crédito del Banco Popular Sede Limón.

Lo primero que hay que establecer es que el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, no regula ningún supuesto de prohibición o impedimento para realizar alguna actividad o labor, sino que regula lo relativo a escenarios en los que se ha de suspender el pago de la jubilación que se pague por parte del Fondo del Poder Judicial. 

Hay que aclarar que esta Dirección Jurídica no puede conocer ni validar del dicho del señor nombre 001 respecto de que las condiciones que menciona en la realidad son, efectivamente, las que él dice que son, ni tampoco le corresponde a esta asesoría legal conocer cuál es la condición de jubilado del consultante, si jubilado ordinario o por invalidez, esas son situaciones que deberá determinar la Junta Administradora del Fondo como el órgano competente para tomar la decisión que corresponda.  

¿Las dietas implican relación laboral?

Sin embargo, a modo de orientación jurídica general, hay que reflexionar sobre el tema del pago de “dietas”.  Una dieta es un pago que una persona recibe como miembro de un órgano colegiado por asistir, de manera efectiva, a una sesión de ese órgano y que sirve para compensar económicamente por el tiempo y gastos invertidos para atender la reunión correspondiente.  

En cuanto a determinar la naturaleza jurídica de la dieta respecto de si es constitutiva de salario o no, hay que tomar en cuenta que es una remuneración, pero no de carácter salarial, si la persona asiste a la sesión se hace acreedora del pago y si no, entonces, no recibe suma alguna, es decir, cuando se percibe una dieta no se está en relación laboral (artículo 27. 2 de la Ley de Salarios de la Administración Pública). 
Aún así, es importante aclarar lo dicho en el Código de Trabajo, en cuanto establece:  
“ARTICULO 172.-
Son inembargables los salarios que no excedan del que resultare ser el menor salario mensual establecido en el decreto de salarios mínimos, vigente al decretarse el embargo. Si el salario menor dicho fuere indicado por jornada ordinaria, se multiplicará su monto por veintiséis para obtener el salario mensual.
Los salarios que excedan de ese límite son embargables hasta en una octava parte de la porción que llegue hasta tres veces aquella cantidad y en una cuarta del resto.
Sin embargo, todo salario será embargable hasta en un cincuenta por ciento como pensión alimenticia.
Por salario se entenderá la suma líquida que corresponda a quien lo devengue una vez deducidas las cuotas obligatorias que le correspondan pagar por ley al trabajador. Para los efectos de este artículo las dietas se consideran salario.
Aunque se tratare de causas diferentes, no podrá embargarse respecto a un mismo sueldo sino únicamente la parte que fuere embargable conforme a las presentes disposiciones.
En caso de simulación de embargo se podrá demostrara la misma en incidente creado al efecto dentro del juicio en que aduzca u oponga dicho embargo. Al efecto los tribunales apreciarán la prueba en conciencia sin sujeción a las reglas comunes sobre el particular. Si se comprobare la simulación se revocará el embargo debiendo devolver el embargante las sumas recibidas”  (el subrayado no es del original).

Entonces, ¿las dietas son o no son salario?.  La respuesta directa que las dietas no son salario, debiendo entenderse que lo establecido en el artículo 172 del Código de Trabajo, no es que varía la naturaleza jurídica de las dietas a una salarial, sino que lo que hace es equiparar las dietas a salario, para efectos de establecer que las  dietas también pueden ser susceptibles de embargo.[footnoteRef:2] [2:  “(…) que la dieta no es salario, de manera que las reglas para pagarlas pueden modificarse” (voto número 3728-2006 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia). ] 


Más directamente se ha dicho: “En lo referente a las dietas, es manifiesto que no pueden asimilarse a un salario en sentido estricto, sea a una retribución pecuniaria periódica y regular, pues el pago de ellas es eventual, dependiendo o no de los miembros directores a las sesiones del Consejo” (voto número 48 de las 14:50 horas del 19 de mayo de 1995 de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia). 

La Procuraduría General de la República en sus dictámenes números C-162-2001, C-249-2005, C-427-2008 y C-208-13, ha definido el concepto de dietas como: 

“(…) la contraprestación económica que recibe una persona por participar en la sesión de un órgano colegiado. El fundamento de las dietas se encuentra en la prestación efectiva de un servicio, servicio que consiste en la participación del servidor en las sesiones del órgano.” 

Igualmente, dicho órgano ha señalado que las dietas no se reconocen como un sueldo o un salario, pues no se fundamentan en un contrato laboral conforme al Código de Trabajo; tampoco constituyen una relación de empleo público, sino que son simplemente una remuneración por asistir a una sesión.

“En primer lugar, consideramos necesario referirnos a la naturaleza jurídica de las dietas, tema que fue abordado por este Despacho con ocasión del análisis particular de las dietas percibidas por los regidores municipales. En esa oportunidad se dijo que las dietas constituían una contraprestación por un servicio prestado y que por tanto, su naturaleza era remunerativa. El dictamen a que se hace referencia indicó://"El Código Municipal retribuye con dietas la asistencia de los regidores municipales a las sesiones de los Consejos. A pesar de constituir un sistema remunerativo, estas dietas no pueden considerarse como un sueldo o salario, puesto que este último sólo es concebible en virtud de un contrato de trabajo (art. 162 del Código de Trabajo) o como efecto patrimonial de una relación de empleo público, situaciones jurídicas que (como ya hemos visto) son ajenas al regidor municipal (...). Como se aprecia (...), la causa jurídica del pago de la dieta es la asistencia a la sesión ordinaria o extraordinaria del Concejo. Es por ello que la normativa que se comenta obliga a dejar constancia en el libro de actas de los nombres de los regidores y síndicos que asistieron a la sesión para efectos de pago de las dietas; así como que la inasistencia a una sesión acarrea la pérdida de la dieta correspondiente, aún en el caso en que la misma sea justificada" (Dictamen C-123-97 del 8 de julio de 1997, ver también el dictamen C-004-84 del 26 de diciembre de 1984 y el C-011-90 del 31 de enero de 1990 entre otros).//De lo transcrito es claro que las dietas constituyen una forma de remuneración no salarial, pues a pesar de no provenir de una relación laboral o de empleo público propiamente dicha, se otorgan como contraprestación por un servicio prestado.//En segundo lugar, es claro también que esa remuneración se origina en la presencia del miembro de un órgano colegiado en la sesión correspondiente, configurándose la prestación efectiva del servicio, como el fundamento de la remuneración en estudio”. (Resaltado no corresponde al original) (Dictamen C-194-1999)

[bookmark: _Hlk73708984]En otras palabras, puede decirse que el percibir una dieta no implica la existencia de una relación laboral; ante lo cual se podría señalar en términos generales que, en el tanto no exista una norma que lo prohíba, no se considera incompatible la posibilidad de percibir de manera simultánea el pago de una pensión y el pago de dietas, por tratarse en el caso de esta última, de un tipo de remuneración de distinta naturaleza al salario.

En ese sentido, de una lectura de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, esta no contiene ninguna regulación específica sobre el supuesto consultado; no obstante, en cuanto al pago de dietas a personas funcionarias o no funcionarias públicas, el artículo 17 establece en cuanto al primer grupo, la prohibición a devengar dietas como resultado de la conformación de juntas directivas y órganos colegiados pertenecientes a entes en el cual laboran; no obstante, su pago está condicionado a la inexistencia de superposición horaria entre las sesiones del órgano y su jornada laboral.  Mientras que, con respecto a las personas no funcionarias públicas, el párrafo 5 de ese mismo artículo señala:

“(…)
Quienes, sin ser funcionarios públicos integren, simultáneamente, hasta tres juntas directivas u otros órganos colegiados adscritos a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, podrán recibir las dietas correspondientes a cada cargo, siempre y cuando no exista superposición horaria. Cuando, por razones de interés público, se requiera que la persona integre más de tres juntas directivas u otros órganos colegiados adscritos a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, deberá recabarse la autorización de la Contraloría General de la República…”

III. Conclusiones y recomendaciones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que: 

1. El artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, no regula ningún supuesto de prohibición o impedimento para realizar actividad o labor alguna, sino que regula lo relativo a escenarios en los que se ha de suspender el pago de la jubilación que se pague por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

2. La dieta es una remuneración, pero no de carácter salarial, si la persona asiste a la sesión se hace acreedora del pago y si no, entonces, no recibe suma alguna, es decir, cuando se percibe una dieta no se está en relación laboral (artículo 27. 2 de la Ley de Salarios de la Administración Pública). Es decir, las dietas no se reconocen como un sueldo o salario, por lo que el recibirlas no implica la existencia de una relación laboral.

3. El artículo 172 del Código de Trabajo, no varía la naturaleza jurídica de las dietas a una salarial, sino que lo que hace es equiparar las dietas a salario, para efectos de establecer que las dietas también pueden ser susceptibles de embargo. 

4. La competencia para valorar y decidir lo pertinente en relación con el dicho y la inquietud planteados por el señor nombre 001 en la consulta, a la luz de las circunstancias del caso concreto, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como autoridad consultante de conformidad con el bloque de legalidad aplicable.

Advertencias:
El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 202-2021 de fecha 23 de febrero de 2021 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  

Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.

”
-0-

Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por rendido el criterio jurídico N° DJ-C-308-2021 del 8 de junio de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la máster Argili Gómez Siu, por su orden Director y Subdirectora Jurídicos, en relación a la consulta planteada sobre la viabilidad de que el señor Nombre 001, jubilado judicial, sea parte de una junta de crédito del Banco Popular Sede Limón. 2) Acoger el criterio de la Dirección Jurídica y con base en él, esta Junta no objeta que el señor nombre 001 pueda participar en la junta de crédito del Banco Popular y recibir la dieta correspondiente. 
Hacer este acuerdo de la persona gestionante. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc74919000][bookmark: _Toc74919002]ARTÍCULO VII
Documento N° 851-2020 / 720-2021
En sesión Nº 19-2021 celebrada el 10 de mayo de 2021, artículo X,–entre otras cosas- se solicitó a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, remitir un informe del estatus de las gestiones a la fecha efectuadas en el caso de la persona jubilada judicial Nombre 001, expediente N° 19-000210-1357-AD (B). 
- 0 -
La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora interina de la Dirección Jurídica, en oficio Nº 1339-DJ/CA-2021 del 24 de mayo de 2021, comunicó:
“El día trece de mayo del año en curso esta Dirección Jurídica recibió correo comunicando el oficio N° 479-2021 del 12 de mayo último, transcripción del acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (JUNAFO), sesión N° 19-2021, celebrada el 10 de mayo de 2021, artículo X, en el cual en el punto 6) se indica 
"(...) Solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, remita un informe del estatus de las gestiones a la fecha efectuadas en el caso de la persona jubilada judicial Nombre 001, expediente N° 19-000210-1357-AD (B) (...)". 
Al respecto en relación con lo solicitado, nos permitimos indicar lo siguiente: 
1) Mediante copia de oficio N° 3097-19 del 26 de marzo de 2019, se remitió la transcripción del acuerdo del Consejo Superior sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo de 2019, artículo XX, en el cual el órgano superior conoció el caso de varios jubilados por incapacidad absoluta y permanente, dentro de los cuales se encontraba el de la Licda. Nombre 001, en el citado acuerdo se dispuso: "(...) Solicitar al Departamento Financiero Contable, que realice el cálculo de las sumas pagadas a estos jubilados durante los períodos que aparecen en la planilla de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) como trabajadoras independientes y lo comuniquen a la Dirección Jurídica para que proceda con los trámites de cobro respectivos.” 

2) Por oficio N° 551-TE-2019 del 6 de mayo de 2019, suscrito por la MBA. Andrea Valerín Arroyo, Jefe a.i. Subproceso de Egresos, Licda. Emma López Ramírez, Jefa a.i. Proceso de Tesorería y la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa Macroproceso Financiero Contable, en atención a la solicitud realizada por el Consejo Superior, se remiten los estudios correspondientes a las sumas giradas de más a la jubilada judicial señora Nombre 001, al aparecer reportada como trabajadora independiente en los cruces de bases de datos efectuados con la Caja Costarricense de Seguro Social, correspondiente a los períodos que se indicarán de los años 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018, más el monto por cobrar por aguinaldo 2013-2014, 2014-2015, 2015-2016, 2016-2017, 2017-2018 (períodos girados para ese momento por concepto de aguinaldo de enero 2014 a octubre 2018), para una sumatoria total a recuperar de ¢54.485.957,13 (cincuenta y cuatro millones cuatrocientos ochenta y cinco mil novecientos cincuenta y siete colones trece céntimos). Períodos a cobro por año: 
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En cumplimiento de lo ordenado por el Consejo Superior, se incorpora al expediente datos de localización y se dicta la resolución " Se concede audiencia y se fija comparecencia" de las diez horas treinta y seis minutos del nueve de octubre de dos mil diecinueve, por medio de la cual se hizo de conocimiento de la jubilada judicial Nombre 001la apertura del expediente administrativo, se concedió audiencia, se nombró órgano director y se señaló comparecencia oral y privada para el nueve de diciembre de dos mil diecinueve, en la citada resolución se previno a la señora Nombre 001señalar medio para recibir notificaciones y se le indicó la posibilidad de recurrir al tratarse de la primer resolución dictada. Dicha resolución le fue notificada en su casa de habitación, el quince de octubre de dos mil diecinueve, según acta del Técnico en Comunicaciones Judicial a.i. Diego Mendoza Ramírez. 

4) Por escrito del diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, la señora Nombre 001, cédula número valor 001solicita acceso al expediente para el Lic. Alberto Víquez Garro. 

5) Posteriormente por escrito del veinticinco de octubre de dos mil diecinueve, la señora Nombre 001, remite sus alegatos sobre la gestión de cobro y solicita declarar sin lugar en todos sus extremos el proceso administrativo, señalando medio para recibir notificaciones, aportando prueba documental: comprobantes de entradas y salidas del país, certificado otorgado al momento de la jubilación, declaraciones de renta y prueba testimonial: Datos 001

6) En el escrito que se indica anteriormente, como alegatos en su defensa la señora Nombre 001enumera: 1. Razón de mi retiro. Aquí explica que se retiró en atención a la posibilidad contemplada en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, retiro voluntario al que se acogió para atender asuntos familiares, como lo fue atención a su esposo quien sufría de una enfermedad que le produjo luego la muerte, indicando que nunca fue prevenida de la incompatibilidad de su retiro con la posibilidad de realizar todo tipo de actividad económica. 2. 

Actividad económica desarrollada por la suscrita. Aquí aclara con certificaciones que adjunta que sus ingresos son producto de alquileres de bienes familiares, interpone que prohibir a una persona realizar todo tipo de actividad económica es contrario a los derechos básicos de toda persona. 3. Obligatoriedad de inscripción como contribuyente. Aquí indica que al realizar la actividad económica (alquileres), tenía la obligación de inscribirse ante la CCSS para reportar los ingresos por alquileres, sin que sea producto de una prestación de servicios activa. 4. No se ha demostrado actividad alguna. A pesar de encontrarse registrada como trabajadora independiente, no se le ha comprobado que ella realiza una actividad económica incompatible con su pensión. 5. Salida del país. Para acreditar que estuvo fuera del país en varias oportunidades de los años 2014, 2015, 2016, 2017, 2018 y 2019 lo que le impedía ejercer una actividad económica. 6. Conclusiones 1. "(...)No está demostrado que la suscrita realizara una actividad económica incompatible con una pensión voluntaria. 
2. Mis ingresos lo son por alquileres que recibo 
3. Gran parte del tiempo investigado me encontré fuera del país (...)" 

7) El día señalado nueve de diciembre de dos mil diecinueve, se lleva a cabo la audiencia de comparecencia oral y privada, contando con la señora Nombre 001, el abogado Lic. Alberto Víquez Garro y las testigos señora Roxinia María Pastrana Arroyo y la señora Catherine Vargas Garbanzo. Oportunidad procesal en la cual la señora Nombre 001ratificó junto con su Abogado los alegatos. Aportan pergamino entregado por la Corte Suprema de Justicia como reconocimiento por su retiro voluntario de sus funciones de conformidad con lo que dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial, otorgado el diez de julio de mil novecientos noventa y cinco. 

8) Consta en el expediente acta del Consejo Superior sesión N° 063-1996 celebrada el 12 de agosto de 1996, artículo LXXXVII, por el cual se autorizó a la Licda. Nombre 001 a ejercer funciones de Notario Público, con base en el transitorio VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

9) El día 11 de febrero de 2020 se recibe escrito suscrito por la señora Nombre 001, por el cual solicita valorar la prueba aportada al expediente en cuanto a que su retiro fue voluntario, no por incapacidad. 

10) En fecha diecinueve de febrero de dos mil veinte, se dicta la resolución "SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO", en espera de respuesta a oficio remitido a la Junta Administrativa en cuanto a la competencia de la Dirección Jurídica para el dictado del acto final. Respuesta dada a esta Dirección por oficio N° 3481-20 del 16 de abril de 2020. 

11) El citado expediente se encuentra dentro de un grupo de expedientes para resolver, pero por tratarse de un reporte de cobro a una jubilada judicial por declaración de incapacidad absoluta y permanente, al ingresar a la Dirección Jurídica el oficio N° 678-2020 del 23 de setiembre de 2020, por el cual se transcribió la sesión N° 30-2020 celebrada el 7 de setiembre de 2020, la cual en su 

punto tercero indicaba "(...) 3.) En virtud del voto emitido por la Sala Constitucional, todos los cobros y procedimientos que se encuentren pendientes se dejan sin efecto, por lo anterior, el Departamento Financiero Contable y la Dirección Jurídica tomarán nota para los fines correspondientes (...)", el expediente se encontraba en estudio para enviar consulta para conocimiento de la JUNAFO. 

12) Ante consulta de otro expediente tramitado en esta Dirección, de jubilado por incapacidad absoluta y permanente, se remite para nuestro conocimiento el oficio N° 230-2021 del 25 de febrero de 2021, enviado por correo electrónico del 2 de marzo de 2021, en el cual se transcribe la sesión N° 07-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXII por la cual la JUNAFO acordó "(...) 2) Comunicar a la Dirección Jurídica que el acuerdo adoptado en sesión N° 30-2020 celebrada el 7 de setiembre del 2020, artículo IV, este órgano lo dejó sin efecto, por lo que se confirma a la Dirección Jurídica que debe continuar con los expedientes de trámite de cobro, realizando el debido proceso (...)". 

13) Que al expediente administrativo se incorporan acuerdos del Consejo Superior a saber: Sesión N° 35-95 del nueve de mayo de dos mil novecientos noventa y cuatro, a saber: 
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Debido a lo expuesto, se rinde el informe solicitado a esta Dirección del expediente administrativo N° 19-000210-1357-AD (B), iniciado a la Licda. Nombre 001, cédula de identidad valor 001, quien se reporta como separada de su cargo por incapacidad absoluta y permanente a partir del 3 de agosto de 1995, al tenor del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial aplicable para ese momento, expediente que se encuentra para el dictado del acto final. 

Es por lo que, al haberse concluido el procedimiento por parte del órgano director con la audiencia de comparecencia oral y privada, previo a preparar el borrador de resolución de acto final para firma por parte de la JUNAFO -en calidad de órgano decidor-, se remiten las diligencias para su conocimiento con el fin de que emitan criterio de cómo proceder en el presente caso de la jubilada judicial, con el fin de que órgano director pueda hacer la propuesta de resolución para este asunto, el cual se tramita mediante expediente administrativo N° 19-000210-1357-AD (B). 

De requerirse alguna otra información o aclaración sobre el expediente, favor indicarlo. Para su revisión se adjunta de forma electrónica el expediente administrativo N° 19-000210-1357-AD (B).”

[image: ]
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Se acuerda por unanimidad: 1) Tener por recibido el oficio N°. Nº 1339-DJ/CA-2021 del 24 de mayo de 2021, remitido por  la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2) Manifestar que, de la revisión del expediente respectivo se pueden extraer los siguientes elementos: a) Consta en el expediente recabado, que la Sra. Nombre 001fue sometida a valoración de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial según se aprecia en sesión 35-1995, art. XXIII, dependencia que emite el oficio N°. J.D.M.L. 95-409 conocido en sesión 51-1995, artículo LXXXI, estableciendo en dicho oficio que se le clasifica con una condición de “Incapacidad Absoluta y Permanente”.  b) En sesión 53-1995, artículo XXXIII el honorable Consejo Superior acuerda separar de su cargo por incapacidad absoluta y permanente a la Licda. Nombre 001, a partir del 03 de agosto de 1995. c) Que al momento de su separación, la Sra. Nombre 001se encontraba desempeñando el puesto de Juez 1 del Juzgado Tutelar de Menores de San José. d) Consta en el expediente acta del Consejo Superior sesión N° 063-1996 celebrada el 12 de agosto de 1996, artículo LXXXVII, por el cual se autorizó a la Licda. Nombre 001 a ejercer funciones de Notario Público, con base en el transitorio VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3) La Ley Orgánica del Poder Judicial reformada mediante Ley N°. 7333, establecía en su artículo N° 234 con respecto a las personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente que “…se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo…” 4) Que la Sra. Nombre 001aparece registrada ante el registro del Portal del Contribuyente del Ministerio de Hacienda desde el 01/12/1996 hasta el 31/12/2019 como Notaria y a partir del 30/07/2019 como alquiler de locales comerciales, casas y otros. Así mismo, su registro ante la Caja Costarricense de Seguro Social se da en condición de trabajador independiente y no como trabajador asalariado en dependencia directa de un patrono. 5) Este cuerpo colegiado desea aclarar que la Ley Orgánica del Poder Judicial plantea condiciones distintas entre las personas que obtengan una jubilación ordinaria de aquellas que obtengan jubilación por incapacidad absoluta y permanente, imponiendo a estas últimas limitaciones más estrictas en cuanto a la posibilidad de reinserción en el mercado laboral.  6) Es criterio de este cuerpo colegiado que la Sra. Nombre 001contaba con la autorización del estimable Consejo Superior para ejercer funciones como notario público desde el 12 de agosto de 1996, lo cual conforme al voto de la Sala Constitucional N°. 20-007594-007-CO aplica el principio de confianza legitima y el principio de intangibilidad de los actos propios, en razón de lo cual la Junta Administradora del FJPPJ no podrá dejar sin efecto, los actos que confieren ventajas o beneficios a los administrados, en cuanto al permiso otorgado.  7) Considera este cuerpo colegiado que a la luz de lo establecido en el artículo N° 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Ley. 9544) “Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”, la actividad por la cual la Sra. Nombre 001se encuentra inscrita como contribuyente ante el Ministerio de Hacienda y percibe un ingreso es por concepto de “Alquiler de casas, locales comerciales y otros”, situación que obedece a la administración de herencias y de su propio patrimonio de bienes inmuebles, por lo cual considera esta Junta Administradora que no corresponde a una labor remunerativa al espíritu de la norma del art. 233 de Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto no se establece relación subordinada de empleo ante ningún patrono, debido a lo cual la naturaleza de sus ingresos no obedece a reinserción en el mercado laboral que sea incompatible con el beneficio percibido por parte de este régimen del primer pilar. 8) Dados los elementos anteriormente enumerados, se deberá proceder al archivo de las diligencias de cobro administrativo efectuadas.  9) Tomará nota la Dirección Jurídica del Poder Judicial y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a cada área corresponde. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc74918996]ARTÍCULO VIII 
Documento N° 68-2020 / 793-2021
[bookmark: _Toc38546888]En sesión N° 13-2020 celebrada el 27 de abril del 2020, artículo XVIII, se tomó nota del oficio N° 3481-2020 del 16 de abril de 2020, emitido por la Secretaría General de la Corte, en el que hizo de conocimiento el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 18-2020 celebrada el 05 de marzo del 2020, artículo XLIV, mediante el cual, informó que se autorizó a la Dirección Jurídica, a que asumiera como órgano director los procedimientos de cobros administrativos atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Mediante el oficio número 1483-DJ/CA-2021 del 4 de junio de 2021, la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica, remitió la siguiente gestión:
“Conforme al acuerdo del Consejo Superior de sesión No.18-2020 del 5 de marzo de 2020, donde aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No.390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020, y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tanto aquellos que mantiene en trámite, como los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; nos permitimos informar lo siguiente:

Mediante oficio del Departamento Financiero Contable, N° 1461-TE-2019 de fecha 5 de diciembre de 2019, suscrito por la MBA. Andrea Valerín Arroyo, Jefa del Subproceso de Egresos, la Licda. Emma López Ramírez, Jefa del Proceso de Tesorería y la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso de Financiero Contable, se remite a esta Dirección Jurídica la liquidación por ajuste de aguinaldo 2018-2019, del señor(a) Nombre 001, beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y se detalla como deuda por cobrar la suma de ¢ 106.239.26 (CIENTO SEIS MIL DOSCIENTOS TREINTA Y NUEVE COLONES CON VEINTISEIS CÉNTIMOS), correspondiente a MONTO POR AJUSTAR AGUINALDO 2018-2019.

[bookmark: _Hlk74820614]En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo del ajuste de aguinaldo 2018-2019, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento a la Licenciada Adriana Corrales Elizondo, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, hasta el efectivo archivo de las diligencias correspondientes al expediente No. 20-000745-1357-AD (C).”
-0-
Por unanimidad, se acordó: Tener por recibido el oficio número 1483-DJ/CA-2021 del 4 de junio de 2021, por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica. 2) Indicar a la Dirección Jurídica que no procede el nombramiento del Órgano Director, dado que en el artículo VII de esta misma sesión, se acordó el archivo de las diligencias del expediente administrativo N° 19-000210-1357-AD (B), y por tal motivo, también deberá archivarse las diligencias de este expediente No. 20-000745-1357-AD (C).  
La Dirección Jurídica tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme. 
Receso de 10 minutos 
El integrante Monero sale momentáneamente de la sesión por motivos de falla en el sistema tecnológico. 
[bookmark: _Toc74233131][bookmark: _Toc74918998]ARTÍCULO IX 
Documento N° 802-2021
En oficio número DJ- 1523-2021 del 10 junio de 2021, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, informó:
“Esta unidad asesora se permite hacer de conocimiento de su estimable persona, que en el Boletín Judicial del día 9 de junio de 2021, se publicó la parte dispositiva del voto de la Sala Constitucional, resolución Nº2021-011957 de las diecisiete horas cero minutos del veinticinco de mayo de dos mil veintiuno que involucra eventualmente las competencias del órgano a su digno cargo y que indica lo siguiente:

“O.C. N° 364-12-2021.—Sol. N° 68-2017-JA.—( IN2021556756 ).

Para los efectos de los artículos 88 párrafo segundo y 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 18-007819-0007-CO promovida por ADRIAN DE LA VIRGEN MILAGROSA VARGAS BENAVIDES, ADRIANA DE LA TRINIDAD OROCU CHAVARRIA, ALEJANDRO ARTURO LOPEZ MC ADAM, ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMIREZ, ALFREDO JONES LEON, ALONSO ERNESTO HERNANDEZ MENDEZ, ALVARO FERNANDEZ SILVA, ALVARO RODRIGUEZ ZAMORA, ANA LUCIA VASQUEZ  RIVERA, ANA LUISA MESEGUER MONGE, ANA VIRGINIA CALZADA MIRANDA, ANABELLE LEON FEOLI, ASOCIACION COSTARRICENSE DE JUEZAS, ASOCIACION COSTARRICENSE DE LA JUDICATURA, ASOCIACION DE PROFESIONALES EN PSICOLOGIA DEL PODER JUDICIAL, ASOCIACION NACIONAL DE EMPLEADOS JUDICIALES, ASOCIACION NACIONAL DE PROFESIONALES DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA, CAJA DE PRESTAMOS Y DESCUENTOS DE LOS EMPLEADOS DEL PODER JUDICIAL, CARLOS MANUEL ALVAREZ CASASOLA, COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO

DE SERVIDORES JUDICIALES R.L., DAMARIS MOLINA GONZALEZ, DANILO EDUARDO UGALDE VARGAS, EDUARDO SANCHO GONZALEZ, ESTRELLA SOTO  QUESADA, EVA MARIA CAMACHO VARGAS, FRANCISCO ANTONIO SEGURA MONTERO, FREDDY DIMAS DEL CAR ARIAS ROBLES, GERMAN ALBERTO ESQUIVEL CAMPOS, HERNAN CAMPOS VARGAS, INGRID PATRICIA FONSECA ESQUIVEL, JOHNNY CARLOS ROBERTO MEJIA AVILA, JORGE LUIS MORALES GARCIA, JORGE ROJAS VARGAS, JUAN CARLOS CUBILLO  MIRANDA, JUAN CARLOS DE JESUS SEBIANI SERRANO, LILIANA LUPITA CHAVES CERVANTES, LUIS FERNANDO SOLANO CARRERA, MAGDA LORENA PEREIRA VILLALOBOS, MARIBEL DE LOS ANGELES BUSTILLO PIEDRA, MARIO ALBERTO HOUED VEGA, MARIO ALBERTO MENA AYALES, MARIO ALBERTO SAENZ ROJAS, MAYKEL STONEY COLES RAMOS, MAYRA GERARDINA CAMPOS ZUÑIGA, MILENA MARIA DE LOS ANGELES CONEJO  AGUILAR, OSCAR ENRIQUE UMAÑA CHACON, OSCAR LUIS DEL SOCORRO FONSECA MONTOYA, PAULA ESMERALDA GUIDO HOWELL, PEDRO DEL ROSARIO VALVERDE  DIAZ, PRESIDENTA DE LA ASOCIACION NACIONAL DE JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL PODER JUDICIAL, RAFAEL ANGEL GERARDO SANABRIA ROJAS, RODRIGO TOMAS DE LOS ANGELES MONTENEGRO TREJOS, ROLANDO VEGA ROBERT, ROSA IRIS GAMBOA MONGE, SINDICATO ASOCIACION DE INVESTIGADORES EN CRIMINALISTICA Y AFINES, SINDICATO DE INVESTIGADORES EN CRIMINALISTICA Y AFINES, SINDICATO DE LA JUDICATURA, SINDICATO DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL PODER JUDICIAL, YERMA DE LOS ANGELES CAMPOS CALVO, YESENIA PANIAGUA GOMEZ  contra la LEY NÚMERO 9544, “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY NO. 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”, IN TOTO Y EN ESPECÍFICO CONTRA LOS ARTÍCULOS 224, 224 BIS, 226, 227, 236, 236 BIS Y 239 Y EL TRANSITORIO VI, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, REFORMADOS MEDIANTE LEY NO. 9544 DE 24 DE ABRIL DE 2018, ASÍ COMO EL ARTÍCULO 208 BIS DEL REGLAMENTO INTERNO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA, por estimarlos contrarios a los artículos 9, 11, 28, 33, 34, 40, 50, 51, 65, 73, 74, 152, 154, 121, inciso 13 y inciso 22), 167, 177, 188, 189 y 190 de la Constitución Política; así como a los principios democrático, de igualdad, al principio de publicidad de la ley, de solidaridad, de seguridad jurídica, de confianza legítima, de transparencia, de participación, de intangibilidad relativa del patrimonio, de no confiscatoriedad, de reserva de ley, a los derechos y situaciones jurídicas consolidadas; también, los artículos 35, 153, 205 y 208 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, el Convenio 102, 118, 128 y , 157 de la OIT; artículos 3, incisos c), f) y g), 6, 7 y 17 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, artículos 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los “Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura”, adoptados en el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de setiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General de la ONU en sus resoluciones Nos. 40/32 del 29 de noviembre de 1985 y 40/146 del 13 de diciembre de 1985, se ha dictado el voto número 2021-011957 de las diecisiete horas cero minutos del veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, que literalmente dice:

«Admisibilidad:

Por unanimidad, se rechazan de plano:

a)  los agravios de vicios de procedimientos referidos a la violación de la autonomía de los bancos del Estado y de la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social por falta de legitimación.

b)  el análisis del agravio sobre la declaratoria de inconstitucionalidad por conexidad de la ley 9796 del 5 de diciembre de 2019, por ser motivo de análisis en la acción de inconstitucionalidad 20-007715-0007-CO.

En cuanto a la acción de inconstitucionalidad 19-1720-0007-CO, se rechazan de plano por falta de legitimación, de conformidad con el artículo 75 párrafo 1) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, los reclamos que buscan tutelar a la generalidad de servidores, funcionarios, pensionados y jubilados, en aquellos temas en los que la accionante no puede derivar una tutela o amparo de su derecho por no ser medio razonable para amparar su derecho. 

Vicios de procedimiento legislativo:

Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas) se declaran sin lugar las acciones acumuladas en cuanto a los alegados vicios de procedimiento. El magistrado Castillo Víquez da razones adicionales en cuanto a la violación del principio de publicidad. Las magistradas Hernández López y Garro Vargas ponen notas separadas. En cuanto al tema de los vicios alegados de la sesión de la Comisión Especial del 27 de julio de 2017, la magistrada Garro Vargas da razones diferentes.
Los magistrados Salazar Alvarado y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran que la ley impugnada presenta el vicio esencial de procedimiento consistente en la falta de consulta al Poder Judicial del texto aprobado por el Parlamento por mayoría absoluta y no calificada, que lo afecta en su totalidad (artículo 167, de la Constitución Política), por afectar su organización, estructura, funcionamiento e independencia, razón por la cual estiman innecesario entrar a analizar otros vicios de procedimiento y de fondo planteados por los accionantes; excepto aquellos en los que se requiera tomar posición para que exista voto de toda conformidad (artículo 60.2, Código Procesal Civil).

En cuanto a los agravios de fondo:

Se declaran parcialmente con lugar las acciones de inconstitucionalidad acumuladas y en consecuencia se dispone:

Primero:  Por mayoría (Castillo Víquez, Salazar Alvarado, Araya García, Garro Vargas y Hernández Gutiérrez) se anula el porcentaje de cotizaciones y la contribución especial solidaria y redistributiva en cuanto excedan el 50% del monto bruto de la pensión que corresponde a la persona jubilada o pensionada. Sin embargo, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, para evitar graves dislocaciones de la seguridad, la justicia, o la paz social, la Sala  gradúa y dimensiona los efectos de esta resolución, de modo que, a partir del mes siguiente de la notificación de la sentencia, las autoridades competentes deberán realizar el ajuste correspondiente conforme a esta sentencia, de manera tal que las cargas tributarias que pesan sobre el monto de las jubilaciones y pensiones no exceda el 50% del monto bruto que recibe el jubilado o pensionado. El magistrado Castillo Víquez da razones diferentes. La magistrada Garro Vargas, por sus propias razones, declara con lugar este extremo de la acción de inconstitucionalidad, ordenando anular parcialmente lo dispuesto en los artículos 236 y 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial; asimismo, advierte que la inconstitucionalidad que declara afecta los excesos de la contribución especial solidaria respecto de ese 5% y no el resto de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. El magistrado Hernández Gutiérrez da razones adicionales. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto y declaran sin lugar este extremo, tal y como lo hicieron en la sentencia N° 2020-19274 de las 16:30 horas de 7 de octubre de 2020, por cuanto, según el texto expreso del artículo 67 del de la OIT C102 de 1952 Convenio sobre la Seguridad Social (norma mínima), la pensión o jubilación puede reducirse siempre y cuando se respete el 40% de un salario de referencia, lo que no consta que se vea transgredido automática y evidentemente con el contenido de las normas impugnadas. Segundo: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas) se declara inconstitucional y en consecuencia se anula el párrafo contenido en el  artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial reformado por la Ley número 9544 impugnada, que dice: “Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen”.

Tercero. Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas), se interpreta la frase “(...) la presente reforma no les será aplicada en su perjuicio”, contenida en el Transitorio II de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en el sentido de que se refiere exclusivamente a las personas que han consolidado el derecho a la jubilación o el derecho a la pensión.

Cuarto: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas), se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma.

Se declaran sin lugar las acciones de inconstitucionalidad acumuladas, y en consecuencia se dispone:

Primero: Por mayoría (Castillo Víquez, Salazar Alvarado, Araya García, Garro Vargas y Hernández Gutiérrez) en cuanto a los alegatos relativos a la omisión de tomar en cuenta la diferenciación de género en la edad de jubilación entre mujeres y hombres, se declara sin lugar las acciones. Los magistrados Salazar Alvarado y Hernández Gutiérrez declaran sin lugar este extremo de la acción, únicamente por razones de forma ante la ausencia de estudios técnicos. La magistrada Garro Vargas da razones diferentes. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto y declaran parcialmente con lugar las acciones acumuladas por la existencia de una omisión inconstitucional en la Ley 9544, al no contemplar criterios de género para fijar una edad diferenciada a fin de que las mujeres que cotizan al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se puedan jubilar o pensionar con un tiempo menor de servicio.
La magistrada Hernández López también salva el voto y declara con lugar parcialmente las acciones acumuladas por cuanto:

a)  considera que es contrario al Derecho de la Constitución excluir de los beneficios que otorgaba la Ley 7333 a las personas que, al momento de promulgarse la Ley 9544 aquí impugnada, contaban con 25 años o más de cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

b)  por la existencia de una inconstitucionalidad por omisión en la Ley 9544 impugnada, debido a que el legislador no le da el mismo trato frente a la ley, a los trabajadores del Poder Judicial en cuanto a la posibilidad de tener incentivos para postergar su derecho a la jubilación, según las características de su propio régimen.

Segundo: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas), se declaran sin lugar las acciones acumuladas en todos los demás extremos reclamados. Los magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal y las magistradas Hernández López y Garro Vargas consignan notas separadas.

La declaratoria de las inconstitucionalidades, con excepción de lo indicado en el punto primero de los agravios de fondo de esta parte dispositiva -que rige partir del mes siguiente de la notificación de la sentencia- tienen efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la ley, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y situaciones jurídicas consolidadas. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Judicial y a la Junta Administradora del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.»

Se hace saber que la anulación, inconstitucionalidad o eliminación indicada, rige a partir del momento que se indica en la parte dispositiva del voto.

De forma respetuosa, recomendamos tomar nota del último párrafo de lo resuelto, en tanto establece que lo anulado rige a partir del momento que se indica en la parte dispositiva del voto.”
-0-
[bookmark: _Toc74919003]Por unanimidad, se acordó: 1) Tomar nota del oficio número DJ- 1523-2021 del 10 junio de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, mediante el cual hace de conocimiento de esta Junta Administradora la parte dispositiva del voto de la Sala Constitucional, en resolución Nº 2021-011957 de las diecisiete horas cero minutos del veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, e indica que, en el mismo, se involucra eventualmente las competencias de esta Junta. 2) Dada la comunicación de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, se tiene esta Junta por notificada de la resolución de la Sala Constitucional tomada sobre el expediente N°. 18-007819-0007-CO, conforme la tercera publicación en el Boletín Judicial de fecha 11 de junio de 2021. 3) Indicar a la Dirección de JUNAFO que: a) corresponde aplicar a partir de la primera quincena de julio de 2021, lo correspondiente a los ajustes al tope del límite de deducciones del 55% al 50% máximo sobre el monto bruto del beneficio económico que se perciba, ajustando el monto correspondiente de la deducción por contribución solidaria. b) Deberá iniciar el estudio correspondiente para establecer a cuales personas se les denegó el derecho de pensión, pero les corresponde aplicar el beneficio de la declaratoria de inconstitucional del  requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, pasando al requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma. Lo anterior, siempre y cuando dichos beneficiarios no hayan consolidado su derecho de pensión en otro régimen jubilatorio. c) Informar a este cuerpo colegiado sobre las gestiones que se efectúen. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO X
Documento N° 517-2021 / 790-2021
[bookmark: _Toc68871747]En sesión número 16-2021 celebrada el 12 de abril del 2021, artículo XVI, en lo que interesa, se reconoció para efectos de jubilación a la servidora Ileana Patricia Mora Muñoz, Fiscala Adjunta de la Unidad de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías, 3 años, 5 meses y 6 días, laborados para la Contraloría General de la República, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢ valor 001.
Mediante el oficio número 039CJ-2021 del 4 de junio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabian Salas Fernández, por su orden Director y Jefe de Proceso de la Dirección de la Junta administradora, remitieron el siguiente informe:
	
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Solicitud de Jubilación presentada por ILEANA PATRICIA DE L MORA MUÑOZ, cédula Nº 01-0643-0386, a partir del 01 de julio del 2021.
	

	
	Al 30 de junio del 2021, ella señora ILEANA PATRICIA DE L MORA MUÑOZ habrá laborado para este Poder por espacio de 25 años, 8 meses, 1 días. 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	25 años, 8 meses, 1 días. 
	

	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	6 años, 2 meses, 14 días. 
	

	
	
	
	

	
	TOTAL GENERAL:
	31 años, 10 meses, 15 días. 
	

	
	
	
	

	
	EDAD:
	56 años, 5 meses, 26 días. 
	

	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	FISCAL ADJUNTO 1, UNIDAD DE MONITOREO Y APOYO A LA GESTION DE FISCALIAS
	

	
	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	375945
	

	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	FISCAL ADJUNTO 1, UNIDAD DE MONITOREO Y APOYO A LA GESTION DE FISCALIAS
	

	
	
	
	

	
	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	FISCAL ADJUNTO 1, 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos de referencia:
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ valor 002
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ valor 003 (Monto mínimo establecido por la Ley)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	¢ valor 004
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 4 años, aplica descuento de 2 años en el parámetro de la edad."
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor 
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	= Monto de Jubilación

	
	
	
	
	
	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	

	
	
	
	
	
	
	58 años
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ valor 005 (97.39% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	

	
	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	

	Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos 001
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Correcciones disciplinarias:
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	La señora Mora Muñoz no registra correcciones disciplinarias durante la vigencia de su relación laboral con el Poder Judicial y de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.”
	


-0-
A esos efectos adjunta el oficio número 060-PF-2021 mediante el cual la Dirección de esta Junta Administradora hace constar que la funcionaria judicial Ileana Mora Muñoz, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial), por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, adjunta oficio número PJ-DGH-CAP-263-2021 del 18 de mayo de 2021 del mediante el cual la Dirección de Gestión Humana informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por el Subproceso, la licenciada Ileana Mora Muñoz no mantienen compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, adjunta constancia emitida por el Tribunal de la Inspección Judicial a las diez horas cuarenta y cinco minutos del ocho de junio del año dos mil veintiuno, en que indica que; en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Ileana Mora Muñoz, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Datos
Por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar la jubilación de la licenciada Ileana Patricia de L Mora Muñoz, Fiscal Adjunto 1 de la Unidad de Monitoreo y Apoyo a La Gestión de Fiscalías, cuya asignación mensual bruta será ¢ datos 005, menos las deducciones que por ley corresponde, a partir del 01 de julio del 2021. 2.) Se previene a la servidora Mora Muñoz, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a la señora Mora Muñoz, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Fiscalía General de la República, la Dirección de Gestión Humana, y los Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, Financiero Contable y la Secretaría General de la Corte, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc74919007]ARTÍCULO XI 
Documento N° 804-21
[bookmark: _Hlk74651732]En sesión N° 111-18 celebrada el 20 de diciembre de 2021, artículo LII, por mayoría se acordó reconocer para efectos de anualidades y jubilación a la servidora Nombre 001, Custodio de Detenidos de la Subdelegación Regional de nombre 002, 6 años, 3 meses y 13 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 21 de marzo de 2018.
[bookmark: _Hlk74651693]La servidora Nombre 001, Custodio de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, mediante nota del 11 de junio de 2021, gestionó:
“Quien suscribe Nombre 001, mayor, soltera, Custodio de Detenidos de la Delegación Regional OIJ San Carlos, cédula de identidad valor 001 ; expongo y solicito lo siguiente:

Primero:
Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de San José, como Custodio de Detenidos, en fecha 28 de  enero del 2018. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, por un período de 7 años y 3  meses.

Segundo:
Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 51 años de edad; partiendo que tenía mas de 7 años  laborando para el Ministerio de Seguridad Pública (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. 
   Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.

[image: ]

Tercero:
No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 51 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público.-
Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.-

Petitoria:
En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros de Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad.

Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando.-

   Para notificaciones señalo, el correo electrónico datos 001 ”
-0-

[bookmark: _Hlk74660796]Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibida la gestión de la servidora judicial Nombre 001, Custodio de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, mediante nota del 11 de junio de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Nombre 001 con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de agosto de 2021 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la señora Nombre 001Nombre 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc74919009]ARTÍCULO XII 
Documento N° 124-20, 809-21
[bookmark: _Hlk74659773][bookmark: _Hlk74660845]El servidor Nombre 001, Investigador del Primer Circuito Judicial de San José, mediante nota del 10 de junio de 2021, gestionó lo siguiente:
“Quien suscribe nombre 001, cédula valor 001 mayor, soltero, investigador de la Sección de [image: ][image: ][image: ][image: ][image: ][image: ]Delitos Contra la Integridad Física y Tránsito; expongo lo siguiente:

Primero:
Ingrese a laborar en el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de San José, como Agente de Protección en fecha 22 de abril de 2019, siendo mi anterior trabajo el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, por un periodo de 4 años y 6 meses.

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros, que si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación del tiempo de servicio en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, por ello me comunique con el personal de Gestión Humana, esto para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 62 años; partiendo que tenía 4años y 6 meses laborando para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (mismo patrono estado), ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto [image: ]del diez por ciento en relación al salario recibido.

Se incluye captura de pantalla del desglose de planilla, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.

[image: ]

Tercero:
No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22 de mayo del 2018 (Gaceta N 89), entro en vigencia la Ley N 9544, que reformo la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores con veinte años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%), promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el indice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

[image: ][image: ]Lo cual significó, que con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 62 años de edad desapareció, siendo ahora 65 años de edad, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público.

Por lo que no hay necesidad de mi parte de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años además que tengo solventara el pago para la pensión.

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingrese a laborar con el estado y se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo a mi salario, esto para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.

Petitoria:

En razón de lo esbozado, solicito a los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, se ordene cesar el cobro en relación al dinero por pago para compensar pensión, esto por las razones explicadas anteriormente.

Además solicito se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro, siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el 100 por ciento de la Pensión al momento de entrada en vigencia de la ley citada anteriormente y que en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar con la sola entrada en vigencia; pero que al día de hoy se me sigue cobrando.”

-0-
La Corte Plena, en el artículo VI de la sesión 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, tuvo por formalmente constituida la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 3 de febrero de 2020; a esos efectos para recibir el juramento constitucional de las personas nombradas como integrantes titulares y suplentes de la referida Junta, se señaló el 27 de enero de 2020.
Posteriormente, mediante sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo VII, se acogió la solicitud planteada por el máster Montero Zúñiga, por lo que se dispuso a revocar el punto 2) del acuerdo tomado por esa Corte en la sesión N° 45-19 del 28 de octubre del 2019, artículo VI, referente a la fecha rige de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Con motivo de lo resuelto en el punto anterior, se tuvo formalmente constituida la citada Junta Administradora a partir del 27 de enero de 2020.
[bookmark: _Hlk74660933]En razón que la Corte Plena mediante sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo VII, en lo que interesa revocó el punto 2) del acuerdo tomado por la misma en la sesión N° 45-19 del 28 de octubre del 2019, artículo VI, referente a la fecha rige de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con motivo de lo resuelto en el punto anterior, se tuvo por formalmente constituida la citada Junta Administradora a partir del 27 de enero de 2020, asimismo con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana en oficio N° PJ-DGH-SAS-0004-2020 del 9 de enero de 2020. se acordó reconocer para efectos de anualidades únicamente, al servidor nombre 001, Agente Protección de la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, 3 años, 9 meses y 21 días, laborados para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), a partir del 12 de julio de 2019. 
Finalmente, La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 6-2020 celebrada el 2 de marzo del 2020, artículo XIV, se tuvo por recibido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 07-2020 celebrada el 28 de enero del 2020, artículo XXXVII, en donde se conoció el informe N° PJ-DGH-SAS-0004-2020 del 9 de enero de 2020 emitido por la Dirección de Gestión Humana, referente al reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades tramitado por el servidor nombre 001, Agente Protección de la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos. 
Además, en razón de que el informe N° PJ-DGH-SAS-0004-2020 indica que el servidor nombre 001, también gestionó solicitud para efectos jubilatorios, se aprobó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para esos efectos, por lo que debería reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ¢ valor 002 correspondiente a 3 años, 9 meses y 21 días, laborados para el Ministerio de Obras Públicas y Transporte (MOPT).
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Nombre 001, Investigador del Primer Circuito Judicial de San José, mediante nota del 10 de junio de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor nombre 001 con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de agosto de 2021 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Nombre 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.

[bookmark: _Toc74919011]ARTÍCULO XIII
Documento N° 786-2021
El licenciado Nombre 001, Custodio de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, mediante nota del 08 de junio de 2021, manifestó lo siguiente:
“Quien suscribe Nombre 001, mayor, casado, Custodio de Detenidos de la Delegación Regional OIJ San Ramón, cédula de identidad valor 001; expongo y solicito lo siguiente:

Primero:
   
Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de Cañas, como Custodio de Detenidos, en fecha 12 de Febrero del 2018. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, por un período de 07 años y 03 meses.

Segundo:
   
Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 49 años de edad; partiendo que tenía más de 7 años  laborando para el Ministerio de Seguridad Pública (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. 
   
Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.

[image: ]
Tercero:
   
No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

  Lo cual significó, que con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 49 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público.-

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.
   
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.-

Petitoria:
  
[bookmark: __DdeLink__57_140644819]En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros de la honorable Junta Administradora de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 49 años de edad.

Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.
  
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando.-

   Para notificaciones señalo, el correo electrónico datos 001.”
- 0 -

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión del licenciado Nombre 001, Custodio de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, mediante nota remitida el 08 de junio de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor nombre 001 con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de agosto de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Nombre 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc69743941][bookmark: _Toc74919013]ARTÍCULO XIV 
Documento N° 718-21, 792-21
En la sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo del 2021, artículo IV, se tomó nota del oficio N° SP-253-2021 del 24 de mayo de 2021, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones. Además, conforme lo informado por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en cuanto a la información de vieja data, se comisionó para que elaborara la respuesta al oficio de la Superintendencia de Pensiones con la información del año 2011 a la fecha y se solicitara prórroga para poder determinar si es posible brindar la información del año 2000 al año 2010. En razón de lo anterior se solicitó a la Dirección de Tecnología de la Información que en el plazo de 5 días hábiles indicara si es posible le recopilación de esos datos.
El funcionario Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de Información, mediante oficio N° 1088-DTI-2021 del 8 de junio de 2021, gestionó:
[bookmark: _Toc65245953]“En atención al oficio 540-2021, en el que se transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 23-2021 artículo IV, en el que se conoció solicitud del Director de División Regímenes Colectivos, respecto a suministrar información de vieja data, con el fin de atender una consulta de la Asamblea Legislativa, el cual en su punto N°3 literalmente indica:
“Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que en el plazo de 5 días hábiles indique si es posible le recopilación de los datos del año 2000 al 2010.”
Al respecto, me permito remitir el oficio 1086-DTI-2021, suscrito por la Msc. Karla Urtecho Madrigal, Jefa del Subproceso Sistemas Administrativos, mediante el que rinde el informe solicitado.”
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Seguidamente, se transcribe el oficio N° 1086-DTI-2021, el cual literalmente dice:
“En atención al oficio N° 540-2021, referente el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo del 2021, que literalmente dice:

“3) Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que en el plazo de 5 días hábiles indique si es posible le recopilación de los datos del año 2000 al 2010. Se declara acuerdo firme.”

Se informa que en cuanto a la vieja data que existe en la institución, a nivel del sistema SJU (Sistema anterior utilizado por el Poder Judicial para los Pagos de las Jubilaciones y Pensiones en la herramienta Clipper) se encontró información del año 2009 y del año 2010 pero dado que dicho sistema no guardaba información histórica, no se encontró información de fechas anteriores. Sin embargo, en conversaciones sostenidas con la licenciada Ingrid Moya Aguilar, integrante de esa Junta Administradora, se obtuvieron los documentos de los reportes de las planillas de los años solicitados, con ello se extrajeron los archivos de los meses de febrero del 2000 al 2010 y se remitió vía correo electrónico el día 01 de junio del presente año, al director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el master Oslean Mora Valdez y a la licenciada Katherine Zamora Murillo, autorizada de dicha Dirección. Cabe señalar que la información solicitada por la Superintendencia de Pensiones no es información requerida por el Poder Judicial para efectos de cálculos de beneficios ni trámites que se realicen en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por lo anterior, la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones analizó en conjunto con el personal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones la vieja data existente en la institución y queda a criterio de esa oficina valorar si la información facilitada se puede remitir a la SUPEN.

Finalmente, es importante informar que la Dirección de Tecnología de Información obtuvo del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones la información solicitada por la SUPEN de febrero 2011 a febrero 2021 y fue suministrada al Master Oslean Mora Valdez, esta información fue posible obtenerla debido a que la misma se encuentra en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que fue instalado en el ambiente de producción desde junio 2010.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: Tomar nota de lo informado por el licenciado Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de Información, mediante oficio N° 1088-DTI-2021 del 8 de junio de 2021, donde indica que la información solicitada ya fue suministrada mediante correo electrónico del 01 de junio del 2021, a la Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.
Se reintegra a la sesión el integrante Montero Zúñiga 

[bookmark: _Toc74919015]ARTÍCULO XV 
Documento N° 265, 797-2021
En sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo X, se tuvo por conocido el oficio N° 1633-DE-2021 del 19 de mayo de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual remitió copia del oficio remitido al máster Juan Carlos Bolaños Azofeifa, Gerente de Negocios de Banca Corporativa del Banco de Costa Rica, con la propuesta del Poder Judicial en lo que corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y la Junta Administradora. Además se estuvo a la espera de la respuesta de la entidad bancaria a dicha propuesta.
El señor Juan Carlos Bolaños Azofeifa, Gerente de Negocios Banca Corporativa del Banco de Costa Rica, mediante nota del 09 de junio de 2021, dirigido a la Dirección Ejecutiva y con copia a esta Junta, remitió el siguiente informe:
“Nos complace saludarle cordialmente, referente al oficio 1633-DE-2021 del 19 de mayo realizamos nuestra respuesta:

· Nueva metodología de cálculo de intereses para los fondos del SDJ y cuentas corrientes judiciales incluyendo cuentas del FJPPJ y su Junta Administradora y la periodicidad de la misma.

Luego de realizar las consultas respectivas a nuestra área de Tesorería y la valoración que realizó nuestra gerencia en el efecto que tendría otorgar una tasa piso al cálculo de los intereses en las cuentas corrientes y en  los montos del SDJ, podemos concluir que una tasa piso desvirtúa el espíritu equitativo que tiene el implementar una fórmula de cálculo, donde los elementos que la componen reflejan indicadores de mercado y las tendencias de las tasas  tanto activas como pasivas  que en caso de variación afectarían por igual a ambas instituciones poniendo en práctica lo acordado. 

En cuanto a la frecuencia de revisión semestral estaríamos de acuerdo en mantenerla en esa frecuencia. 

Según lo anterior se estaría rechazando el fijar una tasa piso.
 
· Inclusión de clausula en contrato de permiso de uso de bienes inmuebles patrimoniales del Banco de Costa Rica a favor del Poder Judicial.

Se acepta y se procederá con la inclusión en el contrato de la responsabilidad del Poder Judicial de realizar las labores de reparaciones de mantenimiento que se requieran para la adecuada conservación del edificio.

· Aumento en la comisión del Fideicomiso 
 
Queda claro que se estará tratando en otro escenario a partir de enero 2022. 

· Aumento en el saldo de la cuenta corriente 229-39-6

Se acepta el aumento del saldo en la cuenta corriente 229-39-6  de ¢10.000.millones a ¢50.000  millones como reciprocidad en el convenio entre ambas instituciones de la Operación del Sistema Automatizado de Depósitos Judiciales manteniéndose las mismas condiciones. Este traslado lo pueden realizar en cualquier momento por BCR Comercial. 

· Venta de edificios Nicoya y Bodega la Castellana 

Se toma nota de la posición del Poder Judicial sobre este tema sin embargo se deja abierto la posibilidad de venta por parte del BCR.    

· Exoneración de la comisión para el Contrato de Custodia de Valores  

Dada la buena relación entre ambas instituciones y tomando al FJPPJ como parte del Poder Judicial se exonera la comisión de la Custodia de Valores en un 100% para las custodias locales. 		

· Beneficios y condiciones especiales en las cuentas corrientes del FJPPJ y de la Administración del fondo.     

Como parte del GIE del Poder Judicial, se extiende los beneficios a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y a su administración la cual consistirá en adoptar la misma forma de cálculo para el pago de los intereses en las cuentas corrientes que se aplica a las cuentas del Poder Judicial y a los montos del sistema de depósitos Judiciales incluyendo también las mismas exoneraciones de las comisiones sobre las transacciones específicas.”  

- 0 -

Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibida la nota suscrita por el señor Juan Carlos Bolaños Azofeifa, Gerente de Negocios Banca Corporativa del Banco de Costa Rica, mediante el 09 de junio de 2021, dirigido a la Dirección Ejecutiva y con copia a esta Junta. 2) Delegar a la Comisión que había definido esta Junta Administradora, conformada por los integrantes Carlos Montero Zúñiga, Ingrid Moya Aguilar y el Director de JUNAFO Oslean Mora Valdez, para que continúe las gestiones de negociación con la Entidad Bancaria. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc74919017]ARTÍCULO XVI 

Documento N° 393, 795-2021
En sesión N° 18-2021 celebrada el 26 de abril de 2021, artículo V, se tuvo por recibido la resolución N° SP-R- 2068-2021 del 16 de abril de 2021, suscrita por la máster Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, sobre el recurso de revocatoria contra el Oficio SP-252-2021. 2.) Estar a la espera del pronunciamiento del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.”
Mediante oficio N° CNS-1666/12 del 09 de junio de 2021, el señor Jorge Monge Bonilla, Secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero del Banco Central de Costa Rica, informó:
“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 12, del acta de la sesión 1666-2021, celebrada el 7 de junio del 2021,

resultando:

i.- Acto impugnado: Superintendencia de Pensiones no concede la prórroga solicitada. La Superintendencia de Pensiones (SUPEN) mediante resolución SP-252-2021, no concede la prórroga de plazo solicitada por la Junta Administradora de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (la Junta Administradora), por lo que en atención a lo dispuesto en el artículo 37 del Reglamento de Información Financiera y el artículo 2 del acuerdo SP-A-211-2019, debe presentar los estados financieros anuales auditados dentro de los cuarenta días hábiles siguientes al cierre anual, lo cual correspondía al 26 de febrero del presente año.

ii.- La Junta Administradora interpone recurso de revocatoria con apelación en subsidio. La Junta Administradora el 4 de marzo de 2021, presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el rechazo del supervisor y de interés indicó que: i) el contrato firmado entre la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial y el Despacho Carvajal y Colegiados CPA, S.A., había sido suscrito previamente a la integración de la Junta Administradora para la ejecución del servicio de auditoría externa de los periodos 2018, 2019 y 2020 del citado de régimen de pensiones, por lo cual le corresponde a ese proveedor de servicios ejecutar la revisión y dictamen de los estados financieros del periodo 2020, conforme a las condiciones establecidas en el citado contrato; ii) este contrato establece plazos de entrega del servicio que no se ajustaban a la normativa de un ente regulado por la SUPEN, ya que al momento de efectuarse el cartel del concurso de contratación de este servicio, aún la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, no aceptaba plenamente la supervisión de la SUPEN; iii) el “Reglamento de Información Financiera”, en su artículo 36, define como fecha de remisión de la información anual auditada “el último día hábil del tercer mes”; asimismo, brinda la potestad a la SUPEN de realizar modificaciones para sus regulados, debido a lo cual por medio de oficio SP-A-211-2019, se establece un plazo para la entrega de información de sus entes supervisados de 40 días hábiles; iv) en virtud de lo establecido en el artículo 38 de ese Reglamento, se solicita la prórroga para presentar esa información, destacando que la formalización de un contrato de servicios previamente establecido a la integración de la Junta Administradora, se considera una causa fuera del control de ese órgano y v) que el 1° de marzo de 2021, se recibió el oficio que se impugna, rechazando la prórroga e indicando que se debía cumplir con la presentación de información el 26 de febrero de 2021 y que en caso de no hacerlo, se caería en una condición de incumplimiento normativo; sin embargo, conforme a la fecha de recepción del citado oficio, se puede corroborar que la notificación resulta extemporánea, dejando sin posibilidad de cumplimiento en el plazo señalado a la Junta de Administración, colocándola en una posición de indefensión e imposibilidad material de atención de los requerimientos indicados, colocándole en incumplimiento normativo.

iii.- SUPEN rechaza el recurso de revocatoria. Mediante resolución SP-R-2068-2021, del 16 de abril de 2021, la SUPEN resolvió declarar sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto por la Junta Administradora al considerar básicamente, que: i) el artículo 36 del Reglamento de Información Financiera, le otorga a la SUPEN la potestad de establecer los plazos en que sus supervisados deben presentar la información financiera. Con fundamento en esa norma, por medio del acuerdo del Superintendente, oficio SP-A-211-2019, este órgano dispuso que el plazo para la entrega de los estados financieros auditados es de 40 días hábiles después del cierre anual; ii) según el artículo 38 del citado Reglamento, y el artículo 9 del acuerdo SP-A-211-2019, la SUPEN puede otorgar prórrogas para la presentación de la referida información financiera, pero en forma excepcional y cuando se trate de caso fortuito o fuerza mayor u otras causas fuera de su control, y se solicite con antelación al vencimiento de plazo; iii) en este caso, la Junta Administradora solicitó una prórroga para la entrega de los Estados Financieros anuales auditados, alegando que se encontraba imposibilitada para presentar en plazo los estados financieros auditados, porque, de previo a la integración de ese órgano, se formalizó un contrato con el Despacho Carvajal y Colegiados CPA, S.A., el cual establece plazos de entrega del servicio que no se ajustaban a la normativa aplicable a un ente regulado por la SUPEN; iv) lo indicado no se trata de una situación extraordinaria, imprevisible y fuera de control que justificara la prórroga solicitada, y v) respecto a un eventual incumplimiento normativo, se le indica que el supervisor en el momento oportuno realizará las valoraciones del caso, para determinar la conveniencia y oportunidad de ejercer la facultad sancionatoria que le otorga la Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias.

considerando:

I.- Admisibilidad del recurso. El inciso g, artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, señala que le corresponde al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero: Conocer y resolver en apelación los recursos interpuestos contra las resoluciones dictadas por las Superintendencias. Las resoluciones del Consejo agotarán la vía administrativa.

En este caso, el recurso de apelación contra la resolución SP-252-2021, se interpuso dentro de los tres días hábiles posteriores a su notificación, por lo que resulta admisible para su conocimiento conforme a lo establecido en el artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública.

II.- Sobre el fondo del asunto. Mediante resolución SP-252-2021, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) no concede la prórroga de plazo solicitada por la Junta Administradora de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (la Junta Administradora) por lo que en atención a lo dispuesto en el artículo 37 del Reglamento de Información Financiera y el artículo 2 del acuerdo SP-A-211-2019, debe presentar los estados financieros anuales auditados dentro de los cuarenta días hábiles siguientes al cierre anual, lo cual correspondía al 26 de febrero de presente año. En la resolución impugnada de interés se indica:

“Esta Superintendencia recibió el oficio N° 078-SC-2021 del 25 Febrero 2021, mediante el cual su representada solicita “prórroga para la entrega de los Estados Financieros anuales auditados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial correspondientes al periodo 2020, conforme al plazo establecido en el contrato firmado con el Despacho Carvajal & Colegiados el cual fue de 40 días hábiles una vez iniciada la Auditoría; misma que se contabiliza hasta el momento en que los Estados Financieros son efectivamente emitidos por la administración”.

En relación con lo planteado en su oficio, el artículo 38 del Reglamento de información financiera establece, que el otorgamiento de prórrogas a los plazos establecidos será excepcional y debe obedecer a un caso fortuito, de fuerza mayor u otras causas fuera de su control. Aspectos que no están debidamente sustentados en el documento remitido a este despacho.

Dado lo anterior, no se concede la prórroga de plazo solicitada, por lo que en atención a lo dispuesto en el artículo 37 del reglamento supra citado y el artículo 2 del acuerdo SP-A-211-2019, deben presentar los estados financieros anuales auditados dentro de los cuarenta días hábiles siguientes al cierre anual, lo cual corresponde al 26 de febrero del presente año. Caso contrario, el Fondo entraría en incumplimiento normativo”. (Ver resolución impugnada de SUPEN, SP-252-2021, página 1).

Contra la anterior resolución, la Junta Administradora interpone recurso de revocatoria con apelación en subsidio y realiza una serie de argumentaciones, de interés indica:

“II. FUNDAMENTACIÓN

a. Según se establece en el contrato N°. 077118 firmado entre la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial y el Despacho Carvajal y Colegiados CPA, S.A., el mismo fue suscrito previamente a la integración de la Junta Administradora del FJPPJ (27 de enero 2020), para la ejecución del servicio de auditoría externa de los periodos 2018, 2019 y 2020 del citado de régimen de pensiones, por lo cual le corresponde a dicho proveedor de servicios ejecutar la revisión y dictamen de los estados financieros del periodo 2020, conforme a las condiciones establecidas en el citado contrato.
b. Dicho contrato establece plazos de entrega del servicio que no se ajustaban a la normativa de un ente regulado por la Superintendencia de Pensiones, toda vez que al momento de efectuarse el cartel del concurso de contratación de este servicio, aún la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, no aceptaba plenamente la supervisión de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), situación que es modificada con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 que indica tácitamente en su artículo N°. 241, la existencia de esta supervisión y ajusta las reglas de aplicación a la normativa específica que al respecto es emitida por el CONASSIF.
c. Según se establece en el “Reglamento de Información Financiera” emitido por el CONASSIF y publicado en el alcance digital No. 188 del 24 de octubre del 2018, en su artículo N° 36, se define como fecha de remisión de la información anual auditada “el último día hábil del tercer mes” según lo que a continuación se detalla:

[image: ]

d. El citado reglamento, brinda la potestad a la SUPEN de realizar modificaciones para sus regulados, debido a lo cual por medio de oficio SP-A-211-2019, este regulador establece un plazo propio para la entrega de información de sus entes supervisados de 40 días hábiles después del cierre anual, conforme al siguiente detalle:

[image: ]

e. Tal y como lo establece el Reglamento de Información Financiera existe un procedimiento para la solicitud de prórrogas a los plazos establecidos, según se observa en el artículo N°38 de dicho cuerpo normativo [...]
f. En atención a dicho artículo, se remite con fecha 25 de febrero del 2021 el oficio N.° 078-SC-2021, mediante el cual se cumplen los preceptos indicados, destacando que la formalización de un contrato de servicios previamente establecido a la integración de la Junta Administradora del FJPPJ, se considera una causa fuera del control de este órgano, por lo cual se solicita esta consideración sea tomada en cuenta, con el fin de brindar un espacio adicional para el cumplimiento de las obligaciones contractuales y los procedimientos exigidos en el propio Reglamento de Gobierno Corporativo emitido por el CONASSIF.
g. Que con fecha 01 de marzo del 2021, a las 11 horas con 33 minutos, se recibe el oficio SP-252-2021 mediante el cual se rechaza la solicitud de prórroga planteada, indicando en el mismo que se debe cumplir con la presentación de información el día 26 de febrero de 2021 y que en caso de no hacerlo, se caería en una condición de incumplimiento normativo, según se puede apreciar [...]
h. Conforme a la fecha de recepción del citado oficio, se puede corroborar que la notificación resulta extemporánea, dejando sin posibilidad de cumplimiento en el plazo señalado a mis representadas, colocándolas en una posición de indefensión e imposibilidad material de atención de los requerimientos indicados, aunque se obvien las limitantes previamente señaladas. A continuación, se puede constatar la fecha y hora de recepción de dicho comunicado: [...]
i. Con el fin de ajustarse a los requerimientos normativos a la mayor brevedad, se han gestionado ante el proveedor de servicios, la administración, el Comité de Auditoría y la propia Junta Administradora del FJPPJ, sesiones de trabajo extraordinario con el fin de presentar los Estados Financieros Auditados del Periodo 2020 a la mayor brevedad posible, siendo estos efectivamente remitidos mediante oficio N°. 0238-2021 del día 03 de marzo del 2021 a la Superintendencia de Pensiones. 
j. Por último resulta de vital importancia destacar ante la entidad reguladora, que tal y como se ha señalado en sesiones de trabajo efectuadas, la Junta Administradora del FJPPJ atraviesa un periodo de ajuste y alineamiento a todo el cuerpo normativo aplicable a un ente supervisado, por cuanto es hasta el momento de su conformación en enero 2020 que se inicia el proceso ajuste aplicable...

III. PETITORIA

En consideración de los alegatos anteriormente detallados y considerando el cumplimiento efectivo de la remisión de información de los Estados Financieros Auditados del periodo 2020 por parte de mis representadas, se solicita: 

1) Se valoren las observaciones dadas en el presente recurso y se reconsidere la ampliación del plazo solicitado mediante el oficio N°. 078-SC-2021 y se deje sin efecto la clasificación de incumplimiento normativo indicado en el oficio SP-252- 2021”. (Ver recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por la Junta Administradora, páginas 2 a 5).

Visto lo anterior, se realiza el siguiente análisis:

Inicialmente, es importante tener claridad en relación con el plazo que le aplica a la entidad para presentar sus estados financieros anuales auditados, respecto a si es el último día del tercer mes posterior al cierre trimestral o corte anual, o bien si el plazo que aplica es el de 40 días hábiles posteriores al cierre anual.

En este sentido, tal y como se indica en el recurso que se conoce, en este caso aplica el plazo normado en el artículo 2 del acuerdo SP-A-211-2019, del 9 de setiembre de 2019, del Superintendente de Pensiones, “Periodicidad, plazo y envío de la información”, según el cual:

“Artículo 2. Periodicidad, plazo y envío de la información

Las entidades supervisadas y los fondos administrados por estas deben remitir, según corresponda, la siguiente información:
[...]

Entidades Supervisadas y Fondos Administrados

	Información
	Periodicidad
	Plazo de entrega
	Medio

	Estados financieros auditados
	Anual 

	40 días hábiles después del cierre anual. 
	Los estados financieros deberán venir firmados, remitidos en formato electrónico y protegidos mediante firma digital. 


[…]” (El destacado no pertenece al original.)

Este plazo fue establecido con fundamento en lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de Información Financiera (RIF), que de interés estipula:

“Artículo 36. Plazos para la presentación de la información financiera
[…]
Para las entidades individuales reguladas por SUPEN, la presentación de la información financiera se debe realizar de conformidad con el Acuerdo que el Superintendente emita para tal fin.
[…]”. (El destacado no pertenece al original).

En virtud de lo anterior, no existe duda que el plazo que aplica para que la Junta Administradora presente sus estados anuales auditados, es el de 40 días hábiles después del cierre anual. Nótese, que el extracto del artículo 36 del RIF que menciona la recurrente, que hace alusión al último día del tercer mes posterior al cierre trimestral o corte anual; en realidad se refiere a la información financiera consolidada anual auditada que deben presentar las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) y los grupos o conglomerados financieros. Esta disposición, por lo tanto, no resulta aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Ahora bien, respecto a la posibilidad de aplicar una prórroga para presentar la información financiera requerida por la SUPEN; el artículo 38 del RIF dispone:

“Artículo 38. Prórrogas.

El otorgamiento de prórrogas a los plazos establecidos en el presente Reglamento será excepcional. Para tales efectos, las entidades deben presentar la solicitud antes del vencimiento del plazo, a fin de que la misma pueda ser conocida y resuelta por la Superintendencia correspondiente. Debe estar firmada por el representante legal de la entidad solicitante quien deberá remitir copia de la misma a su Órgano de Dirección.

Dicha solicitud debe contener los motivos y las pruebas si fuere del caso, que imposibilitan a la entidad cumplir con su obligación dentro del plazo y debe demostrar, que los motivos para su petición se basan en caso fortuito o fuerza mayor u otras causas fuera de su control.

El Superintendente del respectivo órgano supervisor debe conocer y valorar los fundamentos presentados y, en los casos que corresponda, otorgará prórroga por escrito, mediante resolución motivada, indicando el plazo adicional concedido. La entidad financiera o la entidad controladora del grupo o conglomerado financiero debe hacer públicas las prórrogas autorizadas, mediante un comunicado de hechos relevantes [...]” (El destacado no pertenece al original).

Lo señalado en dicho artículo se complementa con lo dispuesto en el artículo 9 del acuerdo SP-A-211-2019, según el cual:

“Artículo 9. Comunicación de circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito

Si por circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito la entidad supervisada no pudiera suministrar y procesar la información en los plazos establecidos en esta normativa, deberá presentar por escrito a la SUPEN una explicación detallada de la situación, firmada por el máximo jerarca de la entidad supervisada o quien de forma transitoria ocupe dicho puesto, el plan de acción y plazo para ajustarse a lo establecido en estas disposiciones.

Los plazos máximos para comunicar las situaciones de fuerza mayor o caso fortuito son los mismos que se establecen en el artículo 2 anterior.

La SUPEN se reserva el derecho de aceptar o rechazar las justificaciones que se le remitan, según la valoración que realice al efecto.

No se aceptará como justificación válida la referencia a situaciones reiteradas o previsibles”. (El destacado no pertenece al original).

De acuerdo con lo anterior, el Reglamento establece que las prórrogas para la presentación de la información financiera son excepcionales. Además, la solicitud debe sujetarse a varios requisitos, a decir:

- contener los motivos y las pruebas que imposibilitan a la entidad cumplir con su obligación, así como una demostración de que los motivos para la petición se basan en caso fortuito o fuerza mayor u otras causas fuera de su control.

- ser presentada antes del vencimiento de plazo, para que la Superintendencia pueda conocerla y resolverla.

Asimismo, el acuerdo SP-A-211-2019 estipula claramente que el supervisor se reserva el derecho de aceptar o rechazar las justificaciones que se le remitan, según la valoración que realice al efecto, y no aceptará como justificación válida la referencia a situaciones reiteradas o previsibles.

En relación con el caso fortuito y la fuerza mayor, el Tribunal Contencioso Administrativo ha indicado:

“[…] dentro del marco del Derecho Administrativo, se ha resumido el concepto así:

“Pues bien, a los efectos de la doctrina del riesgo, caso fortuito se define, justamente, por contraposición a la vis maior y se caracteriza por dos notas esenciales, la indeterminación y la interioridad, cuyos contrarios, la determinación irresistible y la exterioridad, singularizan a aquélla…Estos dos elementos faltan, por el contrario, en la fuerza mayor, que, como ya hemos notado, se caracteriza por sus contrarios identificándose con una causa extraña, exterior por relación al objeto dañoso y a sus riesgos propios, ordinariamente imprevisible en su producción y, en todo caso, absolutamente irresistible, aún en el supuesto de que hubiera podido ser prevista (cui humana infirmintas resistere non potest)”.-[GARCIA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNANDEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho Administrativo, Tomo II, Editorial Civitas, Madrid-1980; Pag. 351, la cursiva es del original; la negrilla no.]

Considerando tal referencia, se concluye con que la fuerza mayor es previsible pero inevitable y responde a hechos de la naturaleza, en tanto que el caso fortuito es imprevisible pero evitable y se debe a hechos de carácter humano.-” (El destacado y subrayado no pertenecen al original) (Ver resolución de la Sección I, del Tribunal Contencioso Administrativo, 00319-2001, de las 11:00 horas del 12 de octubre de 2001).

De lo anterior, es claro que el caso fortuito y la fuerza mayor, son eventos representados por hechos aleatorios incontrolables. En el primero se trata de una situación imprevisible y, por ello, fuera de control; por su parte, en la fuerza mayor, se trata de un acontecimiento externo el cual, aun pudiéndose prever, resulta irresistible, por lo cual la producción del daño no podría impedirse.

En el presente caso, la Junta Administradora tanto en su solicitud inicial al supervisor requiriendo la prórroga, así como en su recurso, insiste en indicar que el fundamento de esa petitoria es que en el contrato 077118 firmado entre la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial y el Despacho Carvajal y Colegiados CPA, S.A., el cual fue suscrito previamente a la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (27 de enero de 2020), para la ejecución del servicio de auditoría externa de los periodos 2018, 2019 y 2020 del citado de régimen de pensiones, se establecen plazos de entrega del servicio que no se ajustaban a la normativa de un ente regulado por la SUPEN, toda vez que, al momento de efectuarse el cartel del concurso de contratación de este servicio, la Corte Suprema de Justicia, no aceptaba plenamente la supervisión de la SUPEN.

Se aduce, además, que el anterior criterio de la Corte Suprema de Justicia varió con la entrada en vigencia de la Ley 9544 que indica tácitamente en su artículo 241, la existencia de esta supervisión y ajusta las reglas de aplicación a la normativa específica que al respecto es emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero; de ahí que, considera que la formalización de un contrato de servicios previamente establecido a la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se considera una causa fuera del control de este órgano, por lo cual se solicita esta consideración sea tomada en cuenta, con el fin de autorizar la prórroga solicitada.

En este sentido, considera esta Instancia que el oficio venido en alzada, indica que el artículo 38 del RIF establece que el otorgamiento de prórrogas a los plazos establecidos es excepcional y debe obedecer a un caso fortuito, de fuerza mayor u otras causas fuera de su control; lo cual no está debidamente sustentados en el documento remitido al supervisor. Asimismo, debe recordarse que en el artículo 2 del acuerdo SP-A-211-2019, se estipula que la SUPEN no solo se reserva el derecho de aceptar o rechazar las justificaciones que se le remitan, sino que, además, no aceptará como válida, entre otras, la referencia a situaciones previsibles.

Asimismo, esta Instancia considera que la situación descrita por la recurrente no encuadra en un caso fortuito, de fuerza mayor u otra causal que se encontrara fuera del control de la entidad regulada, de conformidad con el Reglamento de cita; por cuanto, en el presente caso, no se presentó una situación extraordinaria, imprevisible y fuera de control, con base en lo siguiente:

- Indica la recurrente que el contrato suscrito con la firma de contadores externos establece plazos de entrega del servicio que no se ajustaban a la normativa de un ente regulado por SUPEN, razón que no es de recibo. En este sentido, el plazo para la presentación de los estados financieros auditados, de 40 días hábiles posteriores al cierre anual, ha estado vigente desde el 2004, por lo cual no es válido desconocerlo.

El artículo 14 del Reglamento relativo a la información financiera de entidades, grupos y conglomerados financieros, vigente desde el 28 de enero de 2004 y hasta el 1° de enero de 2020 (fecha en que entró en vigor el Reglamento de Información Financiera), disponía:

Artículo 14. Estados financieros anuales auditados, el dictamen y el informe de debilidades de control interno

Los estados financieros anuales auditados, el dictamen y el informe sobre debilidades de control interno, se presentarán dentro de los cuarenta días hábiles siguientes a cada cierre anual […] (El resaltado no pertenece a original).

Visto lo anterior, es claro que todos los fondos sujetos a la regulación de SUPEN, en cuenta el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, han estado sujetos, desde el 28 de enero de 2004, a la obligación de presentar los estados financieros auditados dentro de los cuarenta días hábiles siguientes a cada cierre anual.

- Asimismo, aduce la recurrente, que lo anterior se debía a la reticencia del Poder Judicial en aceptar el alcance de las facultades de supervisión y regulación de la SUPEN sobre su Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

No obstante, lo anterior, los estados financieros auditados para el cierre de 2019 sí fueron enviados al supervisor dentro del plazo indicado. Ello quedó acreditado:

“[…] por medio del oficio 115-FC-2020, del 26 de febrero de 2020, suscrito por la señora Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva del Poder Judicial, y Floribel Campos Solano, jefa del macroproceso financiero contable, se hace constar que:

Dichos informes fueron remitidos por la firma Despacho Carvajal & Colegiados, con motivo de auditoraje externo practicado a los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, período 2019. [El destacado no es del original]”. (El destacado pertenece al original) (Ver resolución SP-R-2068-2021 de SUPEN, que resuelve el recurso de revocatoria interpuesto por la Junta Administradora, página 9).

Por lo anterior, este argumento tampoco es de recibo, pues más bien, evidencia que la recurrente conocía y estaba consciente del cumplimiento de este requerimiento en el plazo reglamentario.

- Aduce la recurrente que el contrato 077118 en cuestión, fue firmado el 14 de enero de 2019, antes de que la Junta Administradora fuera integrada (27 de enero 2020); no obstante, lo anterior, considera esta Instancia que esa Junta contó con un amplio margen de tiempo para requerir los ajustes necesarios, de tal forma que los estados financieros auditados correspondientes al 2020 pudieran ser presentados el 26 de febrero de 2021 -más de un año-.

Con fundamento en estas razones, esta Instancia comparte la apreciación respecto a que en el presente caso no existió una situación extraordinaria, imprevisible y fuera de control, que justificara otorgar la prórroga solicitada. Nótese, además, que la firma auditora encargada de los estados financieros auditados correspondientes al 2020 es la misma que estuvo a cargo de preparar los estados financieros auditados correspondientes al 2019, los cuales fueron presentados por el Poder Judicial según indica la normativa.

Asimismo, continúa indicando la recurrente que la fecha en que el supervisor le notificó el comunicado de rechazo de prórroga resulta extemporánea y le dejó en indefensión e imposibilidad material de atender los requerimientos indicados.

Al respecto, debe considerar la recurrente que, a pesar de que el oficio SP-252-2021 (por medio del cual se deniega la solicitud de prórroga) fue comunicado a la Junta Administradora el 1° de marzo de 2021, esto no implica que se haya quedado sin posibilidad de cumplimiento en el plazo señalado o en posición de indefensión.

El plazo para presentar los estados financieros auditados, según se indicó, se encuentra dispuesto por medio de la normativa y ha sido el mismo desde enero de 2004, además, las solicitudes de prórroga no suspenden la vigencia de las normas ni dejan sin efecto las obligaciones de los supervisados, y en este caso, nótese, además que la recurrente realizó la solicitud de prórroga el 25 de febrero de 2021, es decir, un día antes del vencimiento del plazo reglamentario, situación que debió considerar si pretendía tener una respuesta previa al 26 de febrero, que vencía el plazo reglamentario.

Además, es importante aclarar que según indica el supervisor, al rechazar el recuro de revocatoria del caso, los estados financieros auditados para los cuales se solicitó la prórroga que aquí se discute, fueron remitidos a la SUPEN por medio del oficio 0238-2021, recibido el 4 de marzo de 2021, es decir 3 días hábiles después de la notificación del caso.

Por último, se aduce en el recurso que, en el oficio venido en alzada, se rechaza la solicitud de prórroga planteada, se le indica que debe cumplir con la presentación de la información requerida, el 26 de febrero de 2021 y en caso de no hacerlo, se caería en una condición de incumplimiento normativo; ante lo cual, la Junta Administradora argumenta que los estados financieros del caso fueron enviados el 3 marzo de 2021, y solicita se deje sin efecto la clasificación de incumplimiento normativo indicado en el oficio SP-252-2021.

Sobre el anterior argumento, debe aclararse a la recurrente que analizar la existencia o no de un eventual incumplimiento normativo, es un tema para tramitar dentro de un procedimiento ordinario de conformidad con lo establecido en el artículo 308 de la Ley General de la Administración Pública, no siendo la vía recursiva el trámite para analizar y pronunciarse al respecto. En este sentido, tal y como indicó el supervisor, en el momento que corresponda, se realizarán las valoraciones necesarias a efecto de determinar la conveniencia y oportunidad de ejercer en este caso la facultad sancionatoria que le otorga la Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias al supervisor.

Con fundamento en las razones expuestas, lo procedente es rechazar en todos sus extremos el recurso de apelación venido en alzada.

resolvió en firme:

[bookmark: _Hlk71705389]con fundamento en el literal g, artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, artículos 308 de la Ley General de la Administración Pública, 36, 37 y 38 del Reglamento de Información Financiera, 2 y 9 del Acuerdo SP-A-2011-2019 del Superintendente de Pensiones, declarar sin lugar el recurso de apelación planteado por la Junta Administradora de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial contra el oficio SP-252-2021, del 26 de febrero de 2021 de la Superintendencia de Pensiones. Asimismo, se dispuso dar por agotada la vía administrativa.”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° CNS-1666/12 del 09 de junio de 2021, suscrito por el señor Jorge Monge Bonilla, Secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero del Banco Central de Costa Rica, mediante el cual informa de lo acordado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 12, del acta de la sesión 1666-2021, celebrada el 7 de junio del 2021, referente a la resolución SP-252-2021 de la SUPEN, sobre no conceder prórroga de plazo solicitada por la Junta Administradora de Fondo JPPJ, por lo que debe presentar los estados financieros anuales auditados dentro de los 40 días hábiles siguientes al cierre anual. 2) Hacer el acuerdo del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora, para que considere los plazos en que deberán presentarse los Estados Financieros anuales auditados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc74919019]ARTÍCULO XVII 
Documento N° 122-21, 801-21
La señora Ana Marcela Marín Massey, del Órgano de Investigación Administrativo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, mediante oficio N° OIA-SBP6N-OF-06-2021 del 9 de junio de 2021, solicitó:
“Como es de su conocimiento la situación del Covid-19, obligó al Estado a declarar Emergencia Nacional, y con el fin de disminuir los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, tomó medidas de prevención y mitigación para proteger la vida de las personas y aseguras su bienestar. Sin embargo, dicha situación afectó factores sociales y económicos de la población, razón por la cual el Estado tuvo que tomar medidas a efectos de amparar a las personas más afectadas, atendiendo entre otras las necesidades básicas de subsistencia de las personas con impactos laborales. Así entre muchas otras soluciones el gobierno ideó otorgar una ayuda monetaria a las personas trabajadoras afectadas por la reducción de jornadas de trabajo, suspensión de contratos de trabajo o el despido.  
 
Por lo anterior, se crea el Decreto Ejecutivo N°42305-MTSS-MDHIS del 17 de abril del 2020; y sus reformas, denominado Creación del Programa Proteger, cuya administración y giro estará a cargo de la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Sin embargo, como es de esperar, para algunas solicitudes de ayuda ingresadas por los interesados, se encontraron inconsistencias en la información suministrada en los formularios de solicitud del Bono Proteger, evidencias que fueron detectadas luego de denuncias presentadas en contra de los beneficiarios correspondientes, descubrimientos internos por la Dirección a cargo del Bono, o bien indagaciones de la Dirección de Auditoria del Ministerio de Trabajo. 
 
Por lo anterior, mediante Circular del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social N°MTSS-DMT-CIR-4-2020 del 13 de mayo del 2020, se creó el Procedimiento Administrativo para la Suspensión y Recuperación de Acreditaciones que no Corresponden del Bono Proteger, y se giraron las instrucciones de acatamiento obligatorio, referente a la gestión de suspensión y recuperación de acreditaciones que no corresponden en materia del Bono Proteger. 
 
La aquí firmante fue nombrada por Señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social; Silvia Lara Povedano, para conformar un Órgano de Procedimiento Administrativo, nombramiento realizado mediante resolución N°MTSS-DMT-RM-19-2021 de las diecisiete horas del ocho de marzo del 2021, con el fin de que se realizaran los actos necesarios para determinar si en ciertos casos existen acreditaciones que no corresponden del Bono Proteger. Por consiguiente, se realizó la suspensión del bono a los investigados hasta que el órgano determine si efectivamente las personas indicadas en el nombramiento supra citado cumplen o no con los requisitos para ser beneficiarias del bono, caso contrario; se procederá con las acciones legales correspondientes. 
 
Tal y como se indicó, el Bono Proteger tiene como fin exclusivo la ayuda monetaria temporal para las personas que tuvieron afectación laboral producto del Covid-19, así se establece en los artículos 5 y 6, inciso b, del Decreto Ejecutivo Creación del Bono Proteger, que indica: 
 
“Artículo 5.- Población Beneficiaria. Para solicitar el Bono Proteger, la persona deberá acreditar alguna de las siguientes situaciones como consecuencia del estado de emergencia nacional provocada por el COVID-19, a partir de la fecha de emisión del Decreto Ejecutivo Nº 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020: 
a) Haber sido despedida o cesada como consecuencia de la Emergencia Nacional provocada por COVID-19, salvo que el despido sea con responsabilidad de la persona trabajadora. (Así reformado el inciso anterior por el artículo 1° del decreto ejecutivo N°42453 del 9 de julio del 2020). 
b) Haber sufrido un cambio en sus condiciones laborales por suspensión del contrato de trabajo, según lo dispuesto en los artículos 74 a 77 del Código de Trabajo, Ley Nº2 del 27 de agosto de 1943 o por reducción de la jornada de trabajo conforme a lo establecido en la Ley Autorización de Reducción de Jornadas de Trabajo ante la Declaratoria de Emergencia Nacional, Ley Nº9832 del 21 de marzo de 2020. 
c) Ser una persona trabajadora independiente formal que perdió su trabajo o con una disminución de sus ingresos. 
d) Ser una persona trabajadora informal o temporal que perdió su trabajo o con una disminución de sus ingresos. (…)” 
 
“Artículo 6.-Requisitos. Podrán solicitar el bono, las personas que cumplan con los siguientes requisitos: 
a) (…) 
b) Haber perdido su empleo, tener una jornada reducida, un contrato de trabajo suspendido, o haber visto reducidos sus ingresos por un cambio en su jornada de trabajo, como producto de la emergencia por COVID-19.” 
 
Además de conformidad con el artículo 7 ibídem, no pueden ser beneficiarias del bono, entre otras las siguientes personas: 
 
“Artículo 7.-Exclusiones. No podrán ser beneficiarios de este bono las siguientes personas: 
a) Personas menores de 15 años. 
b) Trabajadores del sector público. 
c) Personas pensionadas de cualquier régimen. 
d) Personas privadas de libertad, salvo aquellas que cuenten con autorización para trabajar otorgada por la autoridad judicial competente. 
e) Personas beneficiarias de transferencias monetarias del Estado iguales o mayores a 50.000 colones. 
f) Personas que cuenten con un trabajo remunerado al 100% de su jornada. 
g) Personas que hayan restablecido su jornada ordinaria de trabajo, así como quienes hayan conseguido o recuperado su empleo. 
h) Personas despedidas o cesadas con responsabilidad de la persona trabajadora.” 
(Lo resaltado no es del original) 
 
En mi condición dicha, se me suministró una lista de casos en los cuales se detectó que en apariencia los beneficiarios presentan alguno de los impedimentos citados. Siendo que resulta necesario verificar la información en todos los regímenes de pensiones de nuestro país, respetuosamente conforme a los artículos 214.2, 221 y 300 de la Ley General de la Administración Pública, le solicito su cooperación para brindarme información de las personas que se detallan a continuación, en cuanto sí se encuentran pensionadas dentro del régimen de pensiones del Poder Judicial y en caso de ser así; a partir de qué fecha. 
 
	Cédula de identidad 
	Nombre de la persona investigada 

	115150604 
	BERTA VALLEJOS SALAZAR 

	111400755 
	GAUDY NUÑEZ MARTÍNEZ 

	303230377 
	CARMEN LILLIANA GONZALEZ NAVARRO 

	305090699 
	SHARON DAHIANNA BRENES GONZALEZ 

	304240530 
	TATIANA MARIA RAMIREZ GONZALEZ 

	111910047 
	LUIS DIEGO CAMPOS CASTRO 

	113740987 
	YANETH TATIANA CARRILLO DIAZ 

	601740661 
	ALFREDO BENEDICTO DEL SOCORRO SOSA ZUÑIGA 

	603790171 
	GREIVING SOSA ALVARADO 

	304040356 
	ADRIANA CORDERO SOLANO 



	117420199 
	GABRIEL JARQUIN VARGAS 

	207900586 
	KIMBERLI MARIA ROJAS RAMIREZ 

	603250652 
	KATTIA MARÍA DURÁN CHACON 

	112870055 
	LEILA ABDELNOUR LORENZO 

	110730331 
	ARLETTE CORDERO ARTAVIA 

	206140364 
	YAMIXA ARANA ESTRELLA 

	117340296 
	MODESTA EMILIA BONILLA VILCHEZ 

	207410073 
	YERLIN VANESSA LOPEZ HERNADEZ 

	302580376 
	MARLENE DE LA TRINIDAD SANABRIA ARRIETA 

	304270826 
	MARÍA GABRIELA AGÜERO MIRANDA 

	112110718 
	KAROL CÉSPEDES ROJAS 

	503280831 
	DARWUIN ROMERO COLLADO 

	109350240 
	GRETTEL ADRIANA QUESADA LOPEZ 

	503140599 
	RONALD MORALES MARTINEZ Y ERIKA AVELLAN MAIRENA 

	700980298 
	MARCOS ROBERTO LOBAN MONTANO 

	304730388 
	DAGOVERTO UREÑA ORTIZ 

	304620457 
	NATALIA ORTIZ BENAVIDES 

	602300151 
	TATIANA ISABEL MONGE MORA 

	206520987 
	JOSE MIGUEL GAMBOA OBANDO 

	701980074 
	MELVIN OBANDO HERNÁNDEZ 

	302000359 
	CECILIA DONDI CALVO 

	503990881 
	SIANYOLIVAGOMEZGUEVARA 

	900900540 
	ROGER DE LA TRINIDAD SÁNCHEZ BLANCO 

	115960564 
	NOHELIA ARIAS DURÁN 

	116040122 
	BRAYAN SÁNCHEZ GRANADOS 

	900980633 
	MARÍA ISABEL JIMÉNEZ CENTENO 

	207210387 
	ANDREÍNA GABRIELA GUTIÉRREZ ROJAS 

	206690265 
	JOSÉ LUIS REYES SOTO 

	604720898 
	JEFFERSON DUARTE DUARTE 



	118460035 
	PAOLA YANERIS ALFARO MENDOZA 

	204750304 
	GERARDO ALBERTO SANDI BLANCO 

	107670223 
	SHIRLEY ALFARO GONZALES 

	116440681 
	ADELINA MATA CASCANTE 

	503100680 
	RUDY GÓMEZ CÉSPEDES 

	110440217 
	REBECA GUTIERREZ SUAREZ 

	111190705 
	ANDRES ALFARO ARAYA 

	402260886 
	GEOVANNI JOSÉ MURILLO CASTILLO 

	117460439 
	ARIEL ANTONIO LOPEZ BALMACEDA 

	113640197 
	EIMY QUESADA SANCHEZ 

	305200229 
	KEVIN BELISARIO CALDERÓN HERNÁNDEZ 

	106760480 
	MAYELA AGUERO GOMEZ 

	503900548 
	ESTEFANY LÓPEZ PÉREZ 

	702850125 
	ORAIMA YANELL RIVERA FONSECA 

	702130043 
	YURGEN JIMÉNEZ CARRILLO 

	114700028 
	AARON BECKFORD 

	304400449 
	YULIANA MAYELA RIVERA SANDOVAL 

	900640305 
	DAMARIS CARRILLO CAMPOS 

	106600163 
	HERBERT QUESADA GONZÁLEZ 

	503990242 
	KATHERINE DE LOS ÁNGELES MAYORGA ALVARADO 

	112940042 
	NOEMY FRANCINIE VILLALOBOS ARIAS 

	117400772 
	FRANCELA. LEON SOLORZANO 

	116340803 
	RAFAEL CALDERON RODRIGUEZ 

	114860480 
	SIVIANNY ARTURO VILLALOBOS WEBB 

	207770107 
	JOSÉ PABLO ARAYA VARGAS 

	113560087 
	JOHANNA LAZO AGUERO 

	503670800 
	ANGEL CABRERA CORTES 

	117150838 
	VALERIA MICHELE ARRONIS LIMA 

	113920641 
	MARIELA ARIAS CHAVES 



	702260350 
	YERLIN CARRILLO BRENES 

	702510958 
	DIEGO JAFETH ESPINOZA ROMERO 

	504030305 
	JUNIOR FRANCISCO PÉREZ MARTÍNEZ 

	108680383 
	FEDERICO MORICE HAUG 

	111030207 
	SHIRANY JOAQUIN CÉSPEDES BOZA 

	503750957 
	MARY ELIZABETH INESTROZA LOPEZ 

	601120834 
	TERESA CASTRO ESPINOZA 

	115750628 
	ALEJANDRA CASCANTE MORA 

	114250435 
	DORALY LEIVA CHINCHILLA 

	504210289 
	BRAYAN SILVA GUEVARA 

	107950473 
	LAURA NUÑEZ MUÑOZ 

	504410348 
	FERNANDO ULATE SIRIAS 

	603030629 
	MARIA SANCHEZ ARAYA 

	401390410 
	WALTER MURILLO GARRO 

	302410638 
	GRACE NAJERA CASTILLO 

	115990003 
	DANIELA MARIA VALVERDE CHACON 

	116850179 
	CARLOS VARGAS QUESADA 

	204790566 
	DENIS RODRIGEZ VARELA 

	114600772 
	MILTON GARRO BRENES 

	116790867 
	CRISTIAN ANDRES RAMIREZ ALVAREZ 

	207930811 
	HILLARY SOTO BOZA 

	108740514 
	MARIA GABRIELA TORRES VEGA 

	305280686 
	NATALIA ISABEL LEIVA RODIGUEZ 

	111590251 
	WILLIAM BRAULIO ARIAS ARCE 

	204530511 
	FERNANDO OBALDÍA ÁLVAREZ 

	112370533 
	DANIEL ALVAREZ HERRERA 

	113950144 
	MARVIN GERARDO ROJAS RAMIREZ 

	503450426 
	PABLO ZAMORA CHACON 

	503740963 
	MARJALY RUIZ MIRANDA 



	204130684 
	DELIA MARÍA UGALDE VEGA 

	603350669 
	KEILYN CAMPOS SOLANO 

	700890108 
	YOLANDA DE LOS ANGELES VILLALOBOS CAMPOS 

	504200217 
	ROSA ISABEL PORRAS BRICEÑO 

	110900851 
	JONATHAN JIMÉNEZ ALFARO 

	501940570 
	ANA LUZ CARRILLO ESPINOZA 

	112120188 
	JENNIFER ARROYO UMAÑA 

	206660251 
	ERICKA MARIA ARAYA CORDOBA 

	112300137 
	DAVIS QUIROS PANINSKI 

	504190229 
	JOGEBETH VILLEGAS CAMPOS 

	208100261 
	ALINA MELISSA ARAYA CÓRDOBA 

	205980114 
	MARIA MERCEDES RAMIREZ RAMIREZ 

	702150946 
	JAIRO MORA CARBALLO 

	702090006 
	FERNANDO ANTONIO SÁNCHEZ COTO 

	117520947 
	MICHAEL JERSAN SÁNCHEZ BONILLA 

	104750777 
	WILLIAM GONZALEZ ACOSTA 

	504270136 
	JAIME VASQUEZ RAMOS 

	113540580 
	DENIS QUIROS PANINSKI 

	114610397 
	RODOLFO ARIAS SANCHEZ 

	702780903 
	CRISTOPHER SAENZ 

	604530371 
	JORDY FABRICIO DELGADO ALEMÁN 

	112790961 
	GLENDA GABRIELA MORA UREÑA 

	116810564 
	AMANDA MELANIA SANCHEZ BONILLA 

	503920560 
	DUMAR SEQUEIRA ESPINOZA 

	115170220 
	JORGE LUIS SEGURA VARGAS 

	701030773 
	KATIA DE LOS ÁNGELES BERMUDEZ JIMENEZ 

	121310911 
	JOSE CARLO CONTRERAS ONDOY 

	116980068 
	MARIDIETH CONTRERAS ONDOY 

	504170269 
	PAOLA CHAVARRIA ESPINOZA 



	203150442 
	LOURDES ARIAS CORDERO 

	401720885 
	YERLING VICTORIA RUIZ MATARRITA 

	109720575 
	JUAN CARLOS MORA VARGAS 

	115560271 
	CARLOS LUIS MORA QUESADA 

	206300975 
	TATIANA MONTERO ARTAVIA 

	112920111 
	JESSICA CAMPOS PORTUGUÉZ 

	117370412 
	GEUDYN JESÚS MORA ESPINOZA 

	501950356 
	NIDIA MORA MÉNDEZ 

	305010088 
	JONHATAN HIDALGO QUESADA 

	401250702 
	CARMEN CASTRO MATAMOROS 

	111470506 
	ANAÍS MARÍA RAMÍREZ CHÁVES 

	113990591 
	KENLLY RAZIEL VALVERDE CHAVERRI 

	203300493 
	ADELIA VARGAS OVARES 

	114040235 
	JENNY CONEJO FERNÁNDEZ 

	117040233 
	KEVIN ARMANDO LORIA BARRIENTOS 

	503180224 
	DAIRY CORTES BRIONES 

	504080824 
	RUTH MARÍA CORTÉS BRIONES 

	304440177 
	JULIA ALEJANDRA ALCAZAR ARAYA 

	204020018 
	SUSANA CASTRO ARAYA .... 

	702830368 
	IVONNE MARCHENA MORA 

	303110338 
	OLMAN FLORES MONTERO 

	402460932 
	CRISTOFER ANDRÉS GUTIERRES RODRÍGUEZ 

	117980513 
	ESTEFANY MICHELLE CHAVES DANIELS 

	116540310 
	KEILY FERNÁNDEZ AGÜERO 

	304530638 
	STEPHANIE LOAIZA MASIS 

	207280041 
	ROXINIA RIVERA ALVAREZ 

	117950817 
	JORGE ALEJANDRO MORALES NAVARRO 

	504410164 
	ANDREY STWARD HERNÁNDEZ CRUZ 

	116110325 
	STHEFANI SILENY MONESTEL CHACON 

	207650691 
	NAVARRO SALAS KEVIN FABRICIO 

	115540923 
	JESUS EDUARDO MADRIGAL ARRONES 

	503700568 
	JESSICA PASOS COLLADO 

	603790741 
	ADRIÁN ALBERTO FERNÁNDEZ BENAVIDES 

	402380723 
	CATALINA CHAVES VILCHEZ 

	108300711 
	RONALD ENRIQUE JIMÉNEZ UREÑA 

	602350903 
	RAFAEL ANGEL SALAZAR TORRES 

	116210648 
	KATTIA VANESSA ALFARO VARLVERDE 

	116810169 
	VICTOR ANDRES SEGURA FALLAS 

	109520898 
	MARCELA JIMENEZ VINDAS 

	106200663 
	ROSA IRIS MARTÍNEZ CHINCHILLA 

	112560067 
	JEIMY MARÍA ZUMBADO MONGE 

	108020899 
	MARIA DEL ROCIO FALLAS DELGADO 

	603050568 
	YENDRY ACEVEDO DÍAZ 

	104990120 
	MARCOS AURELIO SOLANO ELIZONDO 

	402080724 
	MARILYN BENAVIDES PANIAGUA 

	202860490 
	LUIS GERARDO GUERRERO JARA 

	603420742 
	ERICK DELGADO ROJAS 

	207750056 
	ALEJANDRA RAMIREZ VILLEGAS 

	304570867 
	GLORIA MORA HERRERA 

	305160817 
	KRYSIA AGUILAR GARCIA 

	702330517 
	MARIA JOSE ZUÑIGA HIDALGO 

	900990121 
	FRANKLIN MORALES MARTINEZ 

	502040821 
	JOHNNY SEGURA ÁLVAREZ 

	700630751 
	ALFEDRO ZARATE ANGULO 

	700750633 
	EDGAR GERARDO NOVA JARA 


 
Respetuosamente y ante la necesidad de atender lo establecido en el artículo 261 de la Ley General de la Administración Pública; le solicito de la manera más atenta que dicha información sea comunicada en el menor plazo posible. De antemano, le agradezco la colaboración y la ayuda brindada para lograr lo encomendado por la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social y así dar un mayor control a los fondos públicos, quedando a la espera de lo solicitado.”
-0-
Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° OIA-SBP6N-OF-06-2021 del 9 de junio de 2021, suscrito por la señora Ana Marcela Marín Massey, del Órgano de Investigación Administrativo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, mediante el cual solicita información de las personas que se indican, en cuanto sí se encuentran pensionadas dentro del régimen de pensiones del Poder Judicial. 2) Trasladar el oficio a la Dirección de la Junta para que se revise la información solicitada y se brinde respuesta al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XVIII

Documento N°851-2020, 816-2021
Los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 88-PO-2021 del 16 de junio de 2021, comunicaron lo siguiente:
“En relación con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 19-2021 celebrada el 10 de mayo de 2021, en el artículo X, que para lo que interesa señala: 

“[…] 5.) Deberá la Dirección de la JUNAFO ejecutar los procesos necesarios para contactar a las personas afiliadas a este régimen nombre 001 y nombre 002 para que en un periodo de 10 días hábiles aporten documentación mediante la cual se aprecie la autorización previa otorgada para efectos de laborar a pesar de su condición de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, conforme a lo indicado en el artículo N°. 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en caso de no aportar la información referida, deberá iniciarse el proceso de suspensión del beneficio económico que perciben e iniciar el debido proceso de cobro correspondiente a la luz de lo indicado en el citado artículo. […]” (subrayado no es del original)

En forma atenta se indica:

· Que esta oficina notificó vía correo electrónico el acuerdo tomado por ese Órgano Superior, mediante el oficio N° 35-PO-2021 de fecha 18 de mayo de 2021 al jubilado judicial, cumpliéndose el plazo pertinente para brindar respuesta a dicha notificación el 1° de junio de 2021. Al no recibir respuesta, esta oficina le indicó vía correo electrónico al jubilado judicial el 04 de junio de 2021 que, se procedería con la suspensión del beneficio a partir de la I quincena de junio de 2021, según lo acordado por esa Junta Administradora.

· Que de acuerdo al cronograma de pago de la planilla de la I quincena de junio de 2021, la generación de la misma se efectuó el 09 de junio de 2021, por lo que, al no tener respuesta por parte del señor  nombre 001 a esa fecha, se procedió a suspender el beneficio de jubilación.

· Que el 14 de junio de 2021 el jubilado judicial se presentó en la plataforma de servicios de la Dirección de la JUNAFO, con el fin de brindar respuesta a la notificación realizada por esta oficina desde el 18 de mayo de 2021. El señor nombre 001 presentó documentación del Ministerio de Hacienda y una nota en la que explica su situación y solicita también la reactivación del beneficio, dicho documento para lo que interesa señala:

“[…] quise venir de inmediato a informarles y aclararles mi situación realidad de que YO NO NO TRABAJO y en ese sentido NO RECIBO ningún ingreso como supuesto “trabajador independiente” por lo que NO recibí igualmente ningún ingreso ni ninguna renta fiscal en todo el año 2020, por lo que para evitar malos entendidos procedí incluso a desinscribirme en Tributación Directa como consta en documento adjuntos ...

… en este sentido el hecho es inexistente y tal condición en la CCSS fue (texto ilegible) nada para mí para complementar en un futuro mi pensión pero por lo visto y evitar malos entendidos como este igual voy a proceder a canelar o desinscribirme igual en la CCSS.

Igual pido en este sentido dejar sin efecto dicha suspensión de mi único ingreso mi jubilación y pensión judicial el cual pido con todo respeto sea reactivado y reintegrado en forma completa de inmediato incluso el monto completo correspondiente al día de hoy […]”.

Se informa lo anterior a esa Junta Administradora, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de jubilación y a partir de qué fecha. Además si se debe proceder con el cobro de las sumas giradas por beneficio de jubilación en los períodos que el señor nombre 001 aparece reportado como trabajador independiente en los diferentes cruces de bases de datos efectuados con la C.C.S.S.”

DATOS 001

- 0 -

En sesión N° 19-2021 celebrada el 19 de mayo de 2021, artículo X, se tuvo por rendido el informe presentado por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio N° 372-TE-2021 del 08 de abril de 2021, sobre el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social, correspondiente al IV trimestre del 2020.
Asimismo, debía la Dirección de la JUNAFO ejecutar los procesos necesarios para contactar a las personas afiliadas a este régimen, nombre 001 y nombre 002 para que en un periodo de 10 días hábiles aportaran documentación mediante la cual se aprecie la autorización previa otorgada para efectos de laborar a pesar de su condición de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, conforme a lo indicado en el artículo N°. 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en caso de no aportar la información referida, debía iniciarse el proceso de suspensión del beneficio económico que perciben e iniciar el debido proceso de cobro correspondiente a la luz de lo indicado en el citado artículo.
Seguidamente, en sesión N° 24-2021 del 07 de junio de 2021, artículo VI, se tuvo por rendido el informe presentado por el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones y el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 49-PO-2021 del 28 de mayo del 2021, en el que comunicaron la relación que tuvo la señora nombre 002 , jubilada judicial con la empresa que aparece reportada en planillas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Aún y cuando lo que la señora  nombre 002 dio ante la empresa fue una asesoría, y dado que el motivo de su jubilación fue incapacidad absoluta y permanente, corresponde el cobro administrativo de las sumas giradas en demasía, de conformidad con el artículo 233 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (9544), por lo que debía la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, proceder con el estudio de sumas giradas en demasía por el periodo que aparece reportada ante la Caja Costarricense de Seguro Social y comunicarlo a la jubilada para lo que correspondía.
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° 88-PO-2021 del 16 de junio de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, mediante el cual consulta sobre la situación presentada con el jubilado judicial nombre 001. 2) De los elementos aportados y la nota presentada por el jubilado nombre 001, se desprende que no se registran ingresos en Tributación, por esta única vez se le exime del cobro respectivo. 3) En cuanto a la solicitud de reactivación, deberá el jubilado judicial nombre 001, proceder previamente a presentar a esta Junta Administradora el documento que acredite su condición de desinscripción ante la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc74919025]ARTÍCULO XIX 
Documento N° 754-2021

En la sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Mediante oficio N° 4686-2021 del 28 de mayo de 2021, la Secretaría General de la Corte hace de conocimiento el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 44-2021 celebrada el 27 de mayo de 2021, artículo LXVI, relacionado con el informe de la Dirección Jurídica, respecto a la elaboración de adendas a los contratos que se mantienen vigentes para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que dice: 

“El máster Rodrigo Campos Hidalgo, la máster Argili Gómez Siu y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, por su orden, Director Jurídico interino, Subdirectora Jurídica interina y Coordinadora del Área de Contratación Administrativa, mediante oficio N° 3-DJ/CAD-2021 del 20 de mayo de 2021, informaron lo siguiente:

“En atención al contenido del oficio de ese Consejo Superior N°198-2021 de 23 de febrero de 2021, relacionado con la elaboración de adendas a los contratos de servicios que se mantienen vigentes para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y conforme a la notificación realizada por SICE sobre el vencimiento del plazo de la gestión recibida el 19 de mayo de 2021, nos permitimos informar lo siguiente:

· Contrato N° 077118, cuyo objeto contractual es “Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 2018-2019-2020”:

· En correo electrónico de 9 de abril de 2021, la Licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa del Departamento de Proveeduría, y Tesorera de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informó a esta Dirección que el contrato N° 077118 con la empresa DESPACHO CARVAJAL & COLEGIADOS CONTADORES PÚBLICOS AUTORIZADOS S. A., finalizó, por lo que no es necesaria la confección de la adenda correspondiente.

· Contrato N° 027118, denominado “Servicios de Asesoría Profesional en materia económica, inversiones, bursátil y financiera para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”:

· [bookmark: _Hlk72401542]Esta Dirección elaboró el Addendum al contrato N° 027118, el cual fue suscrito por el señor Edi Dario Velásquez Chávez, así como por el señor Arnoldo Hernández Solano, Presidente actual de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el pasado 19 de mayo de 2021; y se encuentra pendiente de aprobación conforme se dirá.

· Contrato N° 176-2014 suscrito para brindar el “Servicio de Acceso a los Sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias”:

· En correo electrónico de 9 de marzo de 2021, la Licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa del Departamento de Proveeduría, y Tesorera de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informó a esta Dirección que el contrato N°176-2014 con la empresa CAM-X TECHNOLOGIES, S. A. fue finiquitado el 8 de marzo de 2021, por lo que no fue necesario elaborar la adenda correspondiente.

· Contrato N° 013118, correspondiente al “Servicio de un asesor externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”:

· Esta Dirección elaboró el Addendum al contrato N° 013118, el cual fue suscrito por el señor Arturo Chaves Marín, así como por el señor Arnoldo Hernández Solano, Presidente actual de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el pasado 19 de mayo de 2021; y se encuentra pendiente de aprobación conforme se dirá.

· El contrato N° 026117, estipulado “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”:

· Esta Dirección elaboró el Addendum al contrato N° 026117, el cual fue suscrito por la empresa VALMER COSTA RICA S.A., no obstante, los representantes de esa sociedad radican en México, por lo que, si bien la adenda ya fue suscrita por éstos, el documento se encuentra en tránsito a Costa Rica, y a raíz de la pandemia por COVID-19, su llegada se ha dilatado.

· Contrato N° 002120, que brinda el servicio de “Contratación externa de servicios profesionales en actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”:

· Esta Dirección elaboró el Addendum al contrato N° 002120, el cual fue suscrito por el señor Raúl Hernández González, así como por el señor Arnoldo Hernández Solano, Presidente actual de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el pasado 19 de mayo de 2021; y se encuentra pendiente de aprobación conforme se dirá.

En ese orden de ideas, de las 4 adendas que eran necesarias, esta Dirección tiene en su poder 3 de ellas (falta la que enviaron de México), sin embargo, esta unidad se permite hacer de conocimiento del Consejo Superior que al día de hoy carecemos de competencia para el refrendo de las mismas, toda vez que no existe un acto que nos atribuya tal competencia, al corresponder el financiamiento de las mismas, a fondos de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones y al nosotros vernos imposibilitados de realizar actos aprobatorios propios de dicho órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental de contratos en donde el Poder Judicial no es parte suscribiente. 

A mayor abundamiento, cabe indicar que el refrendo o aprobación interna de contratos es un acto que le confiere eficacia a los contratos o adendas, y de conformidad con el artículo 18 del Reglamento sobre el Refrendo de las contrataciones de la Administración Pública, “(…) estará a cargo de la asesoría jurídica institucional o aquella otra con especialidad jurídica designada por el jerarca (…)”.

En razón de lo anterior no estimamos procedente que esta unidad asesora emita actos aprobatorios de un órgano con personalidad jurídica instrumental, toda vez que el mismo está llamado a tener su estructura propia de control, financiada con los recursos previstos en la correspondiente ley.

Al ser los contratos aprobados por un órgano que no posee una relación de dirección o jerarquía respecto del Consejo Superior y además no se encuentran financiados con recursos del Poder Judicial, no parece procedente que un órgano de este, refrende los mismos, siendo así de relevancia indicar que en dichos instrumentos jurídicos, el Poder Judicial no sería parte en la relación jurídica contractual. 

Recordemos que el artículo 239 de la Ley N° 9544, le confirió a la Junta Administradora del Fondo la calidad de órgano del Poder Judicial con plena independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley, al desarrollar su cometido, por lo que la competencia de la aprobación de los negocios corresponde a ésta y no a órganos propios del Poder Judicial como esta Dirección Jurídica. 

Lo anterior, dado que la naturaleza misma de la Junta como órgano con personalidad jurídica instrumental hace que posea la competencia de emitir sus propios actos administrativos de contratación, y que la colaboración brindada a la Junta por las dependencias del Poder Judicial para tramitar sus contrataciones, sería a nivel logístico (todas las diligencias de trámite), mas no decisorio (firma y aprobación de los actos).

De ahí que, a la luz del artículo citado, y siendo que la aprobación interna de las adendas N° 027118, N° 013118, N° 026117 y N° 002120 es un requisito de legalidad ordinaria, considera esta Dirección Jurídica que no existe competencia para emitir el acto de aprobación interna de esos documentos, o de cualquier contrato o adenda cuyo titular sea la Junta Administradora del Fondo, esto, por cuanto esa competencia no se nos ha sido atribuida (a diferencia de los contratos que suscribe el Poder Judicial).

Lo anterior toma especial relevancia ya que en adelante esos servicios serán asumidos con recursos propios de la Junta Administradora del Fondo, y no del Poder Judicial.

Así las cosas, si los bienes o servicios a contratar en estos casos son para la Junta Administradora y financiados con recursos de la misma, se estima que, de momento, no es posible ejercer como unidad interna de aprobación de contratos, hasta tanto no se defina la forma en que este acto debe realizarse en aplicación del artículo 18 citado. 
 
Es por ello que, tal y como fue indicado mediante oficio de esta Dirección No. 1308-DJ/CAD-2021 de 18 de mayo último, preocupa a esta unidad asesora que, de realizarse el acto de aprobación interna, esto devenga en responsabilidades de diferentes tipos por cuanto podríamos estar en presencia de un vicio de nulidad absoluta por falta de competencia.    

Por otra parte en reunión efectuada por las Direcciones con ese Consejo Superior se informó verbalmente que la Junta contaba con asesores particulares, por lo que debe ponderarse si se opta por valorar legal, oportuno, conveniente y necesario asignarnos la competencia para el refrendo en el supuesto descrito ut supra, con las salvedades que hemos hecho y en el entendido que podría interpretarse como una injerencia en las potestades decisorias exclusivas de la Junta o si por el contrario, se opta para que esta defina con los recursos previstos por la ley, los profesionales competentes para el refrendo de legalidad necesario para la eficacia de la respectiva relación contractual. 
 
Lo anterior es expuesto, como parte de la función asesora que corresponde a esta Dirección, a efecto de que se valore lo pertinente al respecto y se tome la decisión informada que se tenga a bien, para este y los demás casos en los que el objeto contractual tenga relación con la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y en donde el Poder Judicial no sea parte en el respectivo contrato.  

Este tema toma particular importancia ya que tal y como se indicó a ese Consejo Superior en el oficio No. 1308-DJ/CAD-2021, se mantiene pendiente de suscripción una adenda adicional al contrato N° 026117, la cual debe estar debidamente aprobada a más tardar el próximo 8 de junio de 2021.”

-0-

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XX, tuvo por conocida la copia del oficio Nº 346-DP/63-2021, suscrito por la máster María Gamboa Aguilar, Jefa de Verificación y Ejecución Contractual, con el visto bueno de la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa a.í del Departamento de Proveeduría, con el cual comunicaron a la Dirección Ejecutiva, el detalle de los contratos de servicios que se mantienen vigentes para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, se indicó estar a la espera de las adendas que elaborará la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para las firmas correspondientes.

En sesión N°40-2021 celebrada el 20 de mayo de 2021, artículo LXI,  se tomó nota del oficio N° 1308-DJ/CAD-2021 de 18 de mayo de 2021 remitido por la Dirección Jurídica, relacionado al trámite y aprobación del addendum a la contratación N° 2016LA-000062-PROV PROV “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, suscrito con la empresa Valmer Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-51943, en aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y se hizo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que valorara lo que estime pertinente. 

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación del máster Rodrigo Campos Hidalgo, la máster Argili Gómez Siu y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, por su orden, Director Jurídico interino, Subdirectora Jurídica interina y Coordinadora del Área de Contratación Administrativa, mediante oficio N° 3-DJ/CAD-2021 del 20 de mayo de 2021. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”

-0-

Se acordó de forma unánime: 1) Tomar nota del acuerdo remitido por el estimable Consejo Superior en sesión N° 44-2021 celebrada el 27 de mayo de 2021, artículo LXVI. 2) Tener por conocidos los alegatos externados por la Dirección Jurídica mediante oficio N° 3-DJ/CAD-2021, al considerar dicha Dirección del Poder Judicial que carece de competencia para el refrendo o aprobación interna de los contratos o adendas que suscriba la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por poseer este Órgano del Poder Judicial una cédula jurídica instrumental propia. 3) Conforme al Reglamento de Contratación Administrativa y las disposiciones de la Contraloría General de la República es posible aplicar el procedimiento que a continuación se detalla: “en algunos casos calificados, se pueda hacer esa labor por medio de un asesor externo que sea profesional en derecho. En estos casos, el criterio que emite el asesor externo no se convierte en el refrendo interno, sino que constituye un criterio que deberá ser avalado por un funcionario público competente, quien emitirá la aprobación interna. El funcionario que recibe el criterio podría avalarlo o apartarse de mismo, siguiendo las reglas de la Ley General de la Administración Pública, sin dejar de lado que es responsable según el régimen consagrado en la mencionada Ley”. 4) Dada la urgencia de proceder con la aprobación de la adenda del contrato N° 026117 con la empresa Valmer, la cual debe quedar debidamente tramitada a más tardar el próximo martes 08 de junio de 2021 y considerando los elementos anteriores, este cuerpo colegiado autoriza: a) Se contrate los servicios profesionales de la Licda. Karol Monge Molina para que efectúe la emisión del criterio externo referido en los términos señalados del apartado anterior. b) Se autoriza al MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de la JUNAFO para que ejecute la labor interna de aprobación necesaria requerida. 5) Se reitera que el poder generalísimo concedido al MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de la JUNAFO por parte de este órgano colegiado en sesión N° 18-2021, art. X del 26 de abril de 2021, lo habilita para la suscripción de resoluciones de inicio de procedimientos, oficios, aprobación de legalidad de contratos y adendas, así como cualquier otro trámite que competa a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en materia de contratación administrativa. 6) Remitir el presente acuerdo al estimable Consejo Superior para su conocimiento, así como a la Dirección Jurídica, Dirección Ejecutiva, el Departamento de Proveeduría y a la Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ para lo que a cada área corresponda. Se declara acuerdo firme.”

-0-
En atención a lo anterior, mediante correo electrónico del 16 de junio el máster Oslean Mora Valdez, solicita se revise lo acordado en sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXV, por esta Junta Administradora. 
-0-
Por unanimidad se acordó: Tener por modificado el acuerdo tomado por esta Junta Administradora en sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXV, en cuanto a que se elimina del punto N° 6 de dicho acuerdo, la copia dirigida al Consejo Superior, en lo demás se mantiene incólume el acuerdo. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XX 
Documento N° 754-2021, 841

Esta junta en sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXV, tuvo conocimiento del criterio jurídico N° 3-DJ/CAD-2021 del 20 de mayo de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, la máster Argili Gómez Siu y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, por su orden, Director Jurídico interino, Subdirectora Jurídica interina y Coordinadora del Área de Contratación Administrativa relacionado con su posición respecto a la la elaboración de adendas a los contratos de la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Debido a la urgencia de proceder con la aprobación de la adenda del contrato N° 026117 con la empresa Valmer, la cual debía quedar  tramitada antes del 08 de junio de 2021, esta Junta acordó contratar los servicios profesionales  de un abogado externo, para que efectuara la emisión del criterio; no obstante a futuro esta Junta Administradora como parte del Poder Judicial, tal como ha sido entendido y avalado por Consejo Superior y por la Corte Plena, seguirá remitiendo a esa la Dirección Jurídica los procedimientos de contratación y sus adendas para su respectivo valoración y criterio.
Por unanimidad, se acordó: Aclarar a la Dirección Jurídica que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. en sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXV, acordó contratar los servicios profesionales de un abogado externo, para que efectuara la emisión del criterio de la adenda del contrato N° 026117, dada la urgencia de proceder con trámite, no obstante; a futuro esta Junta Administradora como parte del Poder Judicial, tal como ha sido entendido y avalado por Consejo Superior  y por la Corte Plena, seguirá remitiendo a esa la Dirección Jurídica los procedimientos de contratación y sus adendas para su respectivo valoración y criterio.
Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXI

Documento N° 839-21

Máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remite para la respectiva aprobación respectiva el borrador de la nota que será remitida al señor nombre 001 que dice:
“En relación con su nota de fecha 17 de junio del año en curso, damos respuesta a la misma con base en los siguientes argumentos:
1.- La Sala Constitucional en Sentencia No 13200-2021 de las nueve horas treinta minutos del once de junio del año en curso, acogió parcialmente el recurso de amparo incoado por usted mediante el cual ordenó suministrar la información referente al nombre del beneficiario (jubilado o pensionado); la cual fue suministrada a usted en oficio 590-2021. Cabe indicar entonces, que este órgano acató la resolución de nuestro Tribunal Constitucional de manera plena. 
2.- Ahora en su nota, usted solicita que el contenido de las actas de las sesiones sean públicas, situación que no es de recibo, toda vez que este órgano en acatamiento a las resoluciones de la SUPEN no se encuentra facultado para brindar dicha información.  
Ante esta situación, no es de recibo la solicitud presentada, pues constituyen hechos que la Sala rechazó y la información a la que este órgano fue obligado a suministrar se dio respuesta de manera satisfactoria, como se indicó.
Por otra parte de la solicitud de fecha ….. se le dará la respuesta en el tiempo oportuno conforme lo establece la normativa.
-0-
Se acordó por unanimidad: Aprobar la propuesta de nota remitida por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, relativa a la respuesta que será remitida al señor nombre 001. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXII
Documento N° 838-21

Mediante el oficio número 0109-PF-2021 del 16 de junio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabian Salas Fernández, por su orden Director y Jefe de Proceso, de la Dirección de la Junta administradora, remitieron el siguiente informe de aprobación del Derecho Jubilatorio por Cumplimiento de Requisitos:
De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 30-14, celebrada el 3 de abril de 2014, artículo XV, esta Dirección rinde el informe correspondiente sobre la solicitud presentada por la señora nombre 001, cédula de identidad valor 001, a efecto de que se apruebe su beneficio de jubilación y al mismo tiempo se deje en suspenso su disfrute para una fecha posterior. Lo anterior debido a que cumple con el requisito del tiempo servido cumplido dispuesto por el numeral 224 y 225 de la Ley Orgánica 7333 de este Poder de la República.
Datos de Interés:
Todos los datos que se consignan en este apartado corresponden al 01 de agosto de 2021, fecha en que la señora solicita se verifique el cumplimiento de al menos uno de los requisitos que exige la Ley Orgánica para el retiro definitivo.
	Tiempo Servido en el Poder Judicial:	32 Años,
Tiempo Reconocido:	0 Años,
Tiempo Total de Servicio:	32 Años,
Aplicación del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones:
Tiempo servido al 15 de Julio de 1992:	3 Años,
	0 Meses,
0 Meses,
0 Meses,
0 Meses,
	8 Días.
0 Días.
8 Días. 20 Días.


Años que puede descontar según transitorio:	1 Año.
Edad cumplida:	56 Años,	7 Meses,	15 Días.
Edad requerida:	59 Años.
Es importante mencionar, que cumple con lo normado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
7333, habiendo laborado los últimos 5 años para este Poder de la República.
Ley que aplica: Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por rendido el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabian Salas Fernández, por su orden Director y Jefe de Proceso, de la Dirección de la Junta administradora en oficio número 0109-PF-2021 del 16 de junio de 2021. 2) Aprobar el derecho a la jubilación de la señora  nombre 001 y conforme lo solicitó, se deja en suspenso la fecha a partir de la cual se acogerá a ese derecho.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme. 



Lic. Arnoldo Hernández Solano                      Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Presidente Junta Administradora                   Secretaria Junta Administradora 

-o0o-
A las 11:52 horas terminó la sesión.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL





CIRCULAR N° 21-2021





DE:	MBA. Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable.



PARA:	Todo el personal Judicial en propiedad y personas jubiladas judiciales.



ASUNTO:	Aplicación deducción del Fondo de Socorro Mutuo I quincena de junio 2021.



FECHA:	11 de junio de 2021



[image: ]

Se le informa a todo el personal judicial en propiedad y personas jubiladas judiciales que, con respecto a la deducción en su salario o beneficio correspondiente al Fondo de Socorro Mutuo, no fue factible aplicarla en la I quincena de junio 2021, por lo que se están tomando las medidas pertinentes para que los rebajos de ambas quincenas sean aplicados en la II quincena del mes de junio de 2021. 



Brindamos las disculpas del caso, por los inconvenientes que esta situación les pueda causar. 



Cualquier consulta o aclaración favor contactar al Subproceso de Ingresos del Macroproceso Financiero Contable al número 2295-4284 o vía teams con el funcionario Javier Fernández Chaves u Olga M. López Rojas.
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